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Santiago,  junio  4 de  1872. 

De  orden  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República  paso 
a dar  a US.  las  instrucciones  necesarias  para  el  desempe- 
ño de  la  comisión  que  encomiendo  a V.  S.  al  final  de  la 
presente. 

V.  S.  sabe  que  desde  años  atras  Chile  trabaja  con  an- 
helo en  la  completa  codificación  de  sus  leyes,  larga  i difí- 
cil tarea  que  está  próxima  a llegar  a su  término.  Entre 
esos  Códigos,  el  de  Enjuiciamiento,  que  está  para  con- 
cluirse, contiene  en  la  organización  i atribuciones  de  los 
tribunales,  algunas  reformas  de  trascendencia,  entre  las 
cuales  se  encuentra  la  abolición  completa  de  los  fueros 
especiales,  afectando  por  consiguiente  al  fuero  eclesiásti- 
co, bien  entendido  solo  en  lo  que  concierne  a las  causas 
temporales,  pues,  en  las  espirituales,  Y.  S.  sabe  que  por 
institución  divina  a la  Iglesia  corresponde  el  conocimien- 
to esclusivo  de  ellas. 

Y.  S.  no  desconoce  que  la  opinión  pública  viene  pro- 
nunciándose desde  tiempo  atras  contra  la  subsistencia  de 
las  jurisdicciones  escepcionales. — En  el  deseo  de  unifor- 
mar la  lejislacion  del  país,  para  simplificarla  i hacer  mas 
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espedí ta  la  administración  de  justicia,  aquella  opinión 
cobra  cada  dia  mayor  fuerza.  La  supresión  de  todo  fuero 
especial,  sin  mas  que  raras  escepciones  que  tienen  su  fun- 
damento en  la  materia  del  juicio,  mas  bien  que  en  la  con- 
dición o estado  de  las  personas,  es  una  aspiración  que  se 
manifiesta  en  todas  partes:  en  la  prensa,  en  el  foro  i en 
las  deliberaciones  del  Congreso. 

Tan  j eneral  es  esta  aspiración  que,  tratándose  del  fue- 
ro eclesiástico,  por  ejemplo,  en  el  seno  mismo  de  la  comi- 
sión que  desde  1864  trabaja  en  la  revisión  del  Proyecto 
de  lei  de  Organización  i atribuciones  de  los  tribunales, 
apenas  han  podido  encontrarse  entre  cerca  de  quince  o 
diez  i seis  jurisconsultos  que  han  llegado  a formar  parte 
de  ella,  dos  o tres  que  habrían  querido  consignar  sin  re- 
serva aquel  fuero.  En  recientes  discusiones  tenidas  en  el 
seno  de  esa  comisión,  se  ha  rechazado  casi  por  unanimi- 
dad, no  solo  una  indicación  que  proponía  el  manteni- 
miento del  fuero,  restrinjido  i limitado  como  existe  en  el 
dia,  sino  tambian  varias  otras  que,  aunque  lo  limitaban 
algo  mas,  tendían  a conservarlo  en  algunos  pequeños 
casos. 

Fuera  de  las  causas  antedichas,  hai  otras  que  han  con- 
tribuido notablemente  a fomentar  la  opinión  a que  me 
vengo  refiriendo;  cuales  son  las  limitaciones  mismas  que 
en  diversas  épocas  se  han  puesto  al  fuero  eclesiástico, 
tanto  por  la  lejislacion  colonial  como  por  diversas  leyes 
de  la  República. 

Sabido  es  que  las  leyes  españolas  aunque  consagraron 
desde  mui  antiguo  los  mas  amplios  derechos  de  la  Igle- 
sia, particularmente  el  fuero  de  las  personas  eclesiásticas, 
sin  embargo,  aquellas  mismas  leyes  fueron  restrinjiéndo- 
lo  con  el  trascurso  del  tiempo.  Desde  los  tiempos  mismos 
de  las  Partidas  formadas  en  la  segunda  mitad  del  siglo 
XIII  i que  tanto  se  inspiraron  en  el  derecho  de  las  De- 
cretales i tan  celosas  se  mostraron  de  las  franquicias  de 


5 — 


la  Iglesia,  se  encuentra  notablemente  cercenada  la  juris- 
dicción eclesiástica. 

De  ese  Código  (leyes  45  i 57,  tít.  6 part.  D)  traen  su 
oríjen  las  escepciones  relativas  al  discernimiento  de  la 
curaduría  de  legos,  confiada  a clérigos  i las  cuestiones 
sobre  cuentas  de  la  misma  cúratela.  Tampoco  existe  el 
fuero  en  las  demandas  sobre  eviccion  i saneamiento  so- 
bre cosa  vendida  por  un  clérigo  a un  lego;  ni  en  las  que 
versan  sobre  rendición  de  cuentas  de  una  administración 
pública  i depósitos  judiciales;  ni  en  las  demandas  dedu- 
cidas por  via  de  reconvención;  ni  en  las  que  estaban  en- 
tabladas contra  el  clérigo  ántes  de  ordenarse;  ni  final- 
mente en  las  causas  que  se  sigan  contra  el  clérigo  que  es 
sucesor  de  un  lego  a quien  hubiera  alcanzado  a deman- 
darse. 

Léjos  de  reducir  estas  escepciones,  las  leyes  posteriores 
las  ampliaron.  Una  del  Ordenamiento  Real,  Código  for- 
mado en  tiempo  de  los  Reyes  católicos  don  Fernando  i 
doña  Isabel,  i que  hoi  es  la  lei  6,  tít.  18,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  obligó  a los  clérigos  a presentar 
i publicar  ante  los  jueces  seglares  cualesquiera  testamen- 
tos en  que  se  les  instituyera  herederos. 

Asimismo,  la  lei  16  del  tít.  20  del  mismo  libro  de  la 
Recopilación,  lei  dictada  en  1781,  ordenó  a todos  los  jue- 
ces i tribunales  del  Estado  que  absolutamente  permitie- 
ran a los  tribunales  eclesiásticos  tomar  conocimiento  de 
nulidades  de  testamento,  de  inventarios  de  bienes,  de  se- 
cuestros ni  de  administración  de  los  mismos  bienes,  lei  a 
la  cual  por  antigua  práctica  de  los  tribunales,  se  da  en 
Chile  mayor  estension,  haciéndola  comprensiva  hasta  de 
las  demandas  de  petición  de  herencia. 

También  están  segregados  del  conocimiento  de  los  jue- 
ces eclesiásticos  por  leyes  antiguas  reproducidas  por  una 
nacional  de  1824  los  juicios  posesorios. 

Con  todo,  en  materia  criminal,  es  donde  la  lejislacion 
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vijente  en  Chile  ha  estendido  mas  las  escepciones  a la 
regla  j eneral  de  la  inmunidad  de  las  personas  eclesiás- 
ticas. 

Sin  contar  las  causas  por  las  cuales  se  incurre,  según 
derecho,  en  la  pena  canónica  de  la  degradación;  sin  to- 
mar en  cuenta  los  numerosos  estatutos  que  someten  a los 
clérigos  a los  tribunales  del  Estado  en  todos  los  negocios 
sobre  infracción  de  bandos  de  policia,  en  Chile  no  se  les 
reconoce  fuero  en  delitos  concernientes  a las  elecciones 
populares  de  los  poderes  públicos  porque  así  lo  dispone 
el  art.  125  de  la  lei  de  13  de  setiembre  de  1861,  ni  en  las 
causas  por  los  delitos  de  sedición,  tumulto  o motín,  suje- 
tas siempre  a los  tribunales  militares,  según  lo  dispuesto 
en  varios  artículos  de  la  Ordenanza  j eneral  del  Ejército, 
promulgada  el  25  de  abril  de  1839;  ni  en  las  causas  por 
juegos  prohibidos  esceptuados  por  la  lei  15,  tít.  23,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación. 

Por  último,  el  fuero  eclesiástico  tampoco  existe  en  los 
delitos  sobre  abusos  de  la  libertad  de  imprenta,  los  cua- 
les se  juzgan  por  jurados;  ni  en  los  juicios  de  hacienda, 
pues  la  superioridad  del  fuero  fiscal  sobre  el  eclesiástico 
está  prescrita  por  varias  leyes  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, especialmente  por  la  3,  tít.  9,  lib.  6 espedida  en 
1760. 

Fuera  de  otros  ejemplos  que  escuso  seguir  enumeran- 
do, los  espuestos  bastarán  a demostrar  cuan  numerosas 
son  las  escepciones  con  que  está  limitado  el  fuero  ecle- 
siástico en  el  estado  actual  de  la  lejislacion  chilena. 

Por  fortuna,  puede  asegurarse  que  en  Chile  la  priva- 
ción del  fuero  en  las  causas  que  dejo  mencionadas,  no  ha 
irrogado  perjuicios  al  sacerdote.  No  se  ha  menoscabado 
por  eso  el  benéfico  ascendiente  del  clero  sobre  el  pueblo, 
ni  ha  habido  de  parte  de  los  tribunales  civiles  ocasión  a 
vejámenes  o daño  a las  personas  o a los  intereses  de  la 
Iglesia. 
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Este  feliz  resultado  se  debe  sin  duda  principalmente  a 
la  ejemplar  conducta  del  clero  i a la  lejítima  i moraliza- 
dora  influencia  de  que  goza  en  el  país;  pero  es  indudable 
también  que  este  resultado  i esta  larga  esperiencia  han 
contribuido  poderosamente  a formar  la  opinión  sobre  la 
conveniencia  de  abolir  en  Chile  los  fueros  especiales  para 
uniformar  la  lejislacion  patria. 

En  la  organización  política  de  la  República  constitui- 
da en  una  forma  de  Gobierno  popular  representativo, 
por  considerable  que  sea  la  participación  del  Estado  en 
la  formación  de  las  leyes,  está  lejos  de  ser  la  única  ni  la 
principal,  i cuando  la  opinión  pública  llega  a uniformar- 
se o a obtener  cierta  mayoría  no  es  posible  resistirla  sin 
producir  males  de  grave  trascendencia. 

El  Presidente  de  la  República  que  desea  vivamente 
mantener  la  mas  perfecta  cordialidad  entre  la  Iglesia  i el 
Estado  i obrar  de  común  acuerdo  con  la  autoridad  ecle- 
siástica en  las  materias  que  puedan  afectarle  tan  directa- 
mente como  la  presente,  no  podría  ver  sino  con  profundo 
sentimiento  que  las  otras  ramas  del  poder  lejislativo  pre- 
tendiesen romper  violentamente  con  el  fuero. 

En  previsión  de  eventualidades  probables,  el  Gobierno 
desea  obtener  préviamente  el  acuerdo  de  la  Santa  Se- 
de en  este  grave  asunto.  I a fin  de  inclinar  el  ánimo  de 
Su  Santidad  a que  preste  su  consentimiento  para  lle- 
var a cabo  la  reforma  proyectada  en  nuestra  lejislacion, 
considero  de  mi  deber,  a mas  de  los  antecedentes  ya  indi- 
cados, esponer  a Su  Santidad  que  para  realizar  aquella 
reforma,  el  proyecto  de  lei  que  se  discute,  consigna  al  mis- 
mo tiempo  en  favor  del  clero  ciertas  garantías  impor- 
tantes. 

Desde  luego  ese  proyecto  de  lei  suprime  totalmente  los 
recursos  de  fuerza  que  se  atribuían  los  tribunales  civiles 
aun  en  causas  puramente  espirituales,  recursos  tan  repro- 
bados por  los  Sumos  Pontífices  i que  han  sido  en  Chile 


— 8 — 

oríjen  i causa  de  los  mas  graves  conflictos  que  han  ocu- 
rrido entre  la  Iglesia  i el  Estado. 

Ademas  aquel  proyecto  atribuye  a los  jueces  de  letras 
que  son  los  jueces  superiores  de  las  provincias  o departa- 
mentos, con  apelación  a las  Cortes  de  Justicia  icón  abso- 
luta esclusion  de  los  jueces  inferiores,  las  causas  civiles  i 
criminales  de  los  obispos,  de  sus  provisores  i vicarios,  de 
los  miembros  de  los  Cabildos  eclesiásticos  i de  los  párro- 
cos, cualquiera  que  sea  la  cuantía  o la  naturaleza  del  ne- 
gocio i cualquiera  que  sea  el  papel  que  les  corresponda  en 
el  juicio.  De  esta  manera  todos  los  funcionarios  eclesiás- 
ticos quedan  exactamente  colocados  en  la  misma  condición 
del  Presidente  de  la  República,  de  los  Ministros  de  Es- 
tado i de  los  Aj entes  Diplomáticos,  a todos  los  cuales 
corresponde  hoi  la  alta  prerrogativa  de  que  solo  conozcan 
de  sus  causas  las  Cortes  de  Apelaciones  i la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia. 

En  consecuencia,  a la  brevedad  posible  Y.  S.  iniciará 
susjestiones  con  el  Nuncio  de  Su  Santidad  en  Paris,  a 
quien  verbalmente  o por  escrito  espondrá  Y.  S.  todos  los 
antecedentes  del  asunto.  Si  no  fuera  posible  terminar  bre- 
vemente la  negociación  con  él  i creyere  Y.  S.  necesario  ir 
a Roma  para  tratar  en  persona  el  asunto  con  el  Eminentí- 
simo Cardenal  Secretario  de  Estado  de  Su  Santidad,  Y.S. 
podrá  trasladarse  a esa  ciudad  solo  por  el  tiempo  que 
Y.  S.  juzgue  indispensable,  para  lo  cual  el  Ministerio  de 
Relaciones  Esteriores  remite  a Y.  S.  adjuntas  sus  creden- 
ciales necesarias,. 

Si  la  Sede  Romana  tuviese  dificultades  para  concurrir 
desde  luego  al  acuerdo,  por  falta  de  informes  sobre  el 
particular,  US.  podría  insinuar  la  adopción  para  este  ne- 
gocio del  mismo  procedimiento  empleado  por  la  Santa 
Sede  en  el  asunto  de  la  conversión  del  diezmo  en  contri- 
bución territorial,  cual  fué  la  ámplia  autorización  conferi- 
da al  limo,  i Rvmo.  señor  Arzobispo  de  Santiago  para 
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acordar  lo  conveniente  con  el  Gobierno.  Pedia  adoptarse 
este  procedimiento  u otro  análogo. 

El  Gobierno  confia  en  que  US.  empleará  en  este  nego- 
cio el  mismo  empeñoso  celo  que  tanto  ha  distinguido  i 
recomendado  a US.  en  el  servicio  del  país. 

Dios  guarde  a US. 


Abdon  Cifuentes. 


Núm.  1. 

COPIA. 


Boma , noviembre  25  de  1872. 


Señor  Ministro: 

Tan  pronto  como  llegué  a esta  capital,  me  apresuré  a 
dirijir  al  Eminentísimo  Cardenal  Secretario  de  Estado 
de  Su  Santidad  la  nota  de  estilo,  acompañándole  copia  de 
la  credencial  por  la  que  Su  Excelencia  el  Presidente  se 
sirve  acreditarme  en  calidad  de  Ministro  Plenipotencia- 
rio de  la  República  en  misión  especial  cerca  de  la  Santa 
Sede,  i pidiéndole  se  sirviese  recabar  una  audiencia  de 
Su  Santidad  para  poner  en  sus  manos  elorijinal  de  la  in- 
dicada copia.  Al  mismo  tiempo  rogaba  a Su  Eminencia 
tuviese  a bien  señalarme  el  dia  i hora  en  que  podria  pre- 
sentarme a ofrecerle  mis  respetos  personales. 

El  20  fui  recibido  por  el  Cardenal  Ministro.  En  esta 
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entrevista,  en  la  que  fui  tratado  por  Su  Eminencia  con  la 
mayor  cortesía,  me  limité  a los  cumplimientos  de  costum- 
bre, sin  referirme  en  nada  al  objeto  de  mi  misión. 

La  audiencia  del  Santo  Padre  fué  de  carácter  privado 
i tuvo  lugar  el  21.  La  acojida  que  merecí  a Su  Santidad 
fué  altamente  benévola  i cordial.  Al  poner  en  sus  manos 
la  carta  credencial  le  espresé,  sirviéndome  casi  de  las  pa- 
labras de  ésta,  las  seguridades  de  amor  i adhesión  que 
tenia  encargo  de  presentarle  de  parte  de  Su  Excelencia 
el  Presidente  de  la  República  i de  su  Gobierno.  Su  San- 
tidad contestó  manifestando  el  debido  aprecio  que  hacia 
de  aquellos  sentimientos.  En  seguida  hizo  algunos  recuer- 
dos de  Chile  i de  su  permanencia  en  la  República,  diri- 
jiéndome  acerca  del  estado  en  que  ésta  se  encuentra,  va- 
rias preguntas  a las  que  me  apresuré  a contestar. 

Al  dia  siguiente  hice  una  segunda  visita  al  Cardenal 
Antonelli  para  iniciar  la  jestion  del  asunto,  cuyo  arreglo 
con  la  Santa  Sede  se  ha  servido  Y.  S.  encomendarme.  Al 
principiarla,  creí  conveniente  empezar  por  algunas  espli- 
caciones  tendentes  a prevenir  el  ánimo  de  Su  Eminencia 
en  favor  del  acuerdo  que  por  su  conducto,  vengo  a soli- 
citar del  Santo  Padre.  Al  efecto  le  espuse  que  bajo  la  ac- 
tual administración,  como  bajo  las  anteriores,  los  intere- 
ses del  clero  tienen  en  Chile  todo  jénero  de  garantías,  en 
lo  que  el  Cardenal  Ministro  convino  por  conocimiento 
que  me  dijo  tenia  de  nuestra  situación. 

En  seguida  entré  a esplicarle  como  en  la  via  de  las  re- 
formas i tratándose  de  la  codificación  de  nuestras  leyes, 
ha  tocado  el  Gobierno  con  la  necesidad  imperiosa  de  abo- 
lir todos  los  fueros  especiales  i por  consiguiente  el  ecle- 
siástico en  lo  que  no  toque  al  dominio  espiritual.  Inspi- 
rándome en  las  instrucciones  de  V.  S.,  manifesté  breve- 
mente a Su  Eminencia  las  razones  que  aconsejan  esta 
reforma  i el  hecho  de  estar  abolido  ese  fuero  en  muchos 
casos  civiles  i criminales  en  nuestra  lejislacion,  sin  olvi- 
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dar  hacer  mención  de  las  disposiciones  que  en  favor  de  las 
autoridados  eclesiásticas,  en  materia  judicial,  ha  consigna- 
do el  Gobierno  en  el  proyecto  de  Código  que  se  discute. 

• Su  Eminencia  dijo  que  hallaba  natural  que  en  muchos 
casos,  que  son  puramente  civiles  o criminales,  no  existie- 
se la  jurisdicción  eclesiástica;  pero,  como  habia  muchos 
otros,  ligados  íntimamente  por  su  naturaleza  con  lo  que 
depende  de  la  espresada  jurisdicción,  el  Gobierno  de 
Su  Santidad  necesitaria  para  pronunciarse  en  la  materia 
el  conocer  los  casos  en  que  el  Gobierno  de  Chile  desea  su- 
primir el  fuero  eclesiástico. 

A esto  repliqué  que  no  me  era  posible  hacer  esa  especifi- 
cación; que  como  habia  espuesto,  el  deseo  de  mi  Gobierno 
era  obtener  el  concurso  de  la  Santa  Sede  para  aplicar  el 
principio  de  la  abolición  del  fuero  a todo  lo  que  concier- 
ne a las  causas  temporales,  con  cortas  escepciones  que  po- 
drían convenirse  fácilmente  una  vez  admitido  en  j eneral 
por  la  Santa  Sede,  el  indicado  principio.  Para  esto  añadí 
que  tenia  autorización  de  proponer  se  adopte  en  lo  que 
toca  al  arreglo  de  los  detalles,  el  mismo  arbitrio  de  que 
se  echó  mano  cuando  se  trató  de  la  abolición  del  diezmo; 
es  decir  que  la  Santa  Sede  confiera  los  poderes  necesarios 
al  Ilustrísimo  i Reverendísimo  Arzobispo  de  Santiago  a 
fin  de  que  concluya  con  el  Gobierno  lo  que  sea  relativo  a 
los  pormenores  de  este  asunto. 

El  señor  Cardenal  respondió  que  el  caso  de  la  conver- 
sión del  diezmo  era  distinto  del  presente,  por  cuanto  aquel 
no  comprendía  las  materias  complejas  que  de  éste  se  de- 
rivan, i que  por  esto,  lo  repetía,  no  era  posible  tomar 
ahora  una  determinación  cualquiera  sin  conocimiento  de 
los  detalles  del  negocio. 

A esto  repuse  ofreciendo  someter  al  Gobierno  de  Su 
Santidad  una  esposicion  por  escrito,  de  los  deseos  de  mi 
Gobierno,  a la  que  Su  Eminencia,  si  le  parecía  convenien- 
te, contestaría,  indicando  las  objeciones  que  se  presentan 
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a la  Santa  Sede  para  no  concurrir,  desde  ahora,  con  el 
acuerdo  en  la  forma  que  lo  pide  el  Gobierno. 

Su  Eminencia  aceptó  esta  indicación.  Esto  convenido, 
me  dijo  después  que  todas  las  materias  de  esta  naturale- 
za pudieron  haberse  arreglado  en  tiempo  de  la  misión  del 
señor  don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  bien  que  él  no  recor- 
daba si  en  el  concordato  que  entonces  se  proyectó  i que 
no  se  llevó  a cabo  únicamente  por  la  cuestión  del  Patro- 
nato, se  incluía  el  punto  relativo  al  fuero  eclesiástico.  Su 
Eminencia  me  prometió  que  haria  buscar  los  anteceden- 
tes de  aquella  negociación  en  los  archivos  i me  daría  co- 
nocimiento de  ello. 

Hablando  sobre  ese  proyecto  de  concordato,  me  repitió 
dos  veces,  en  el  curso  de  la  conversación,  que  solo  habia 
dejado  de  concluirse  porque  el  aludido  Ministro  se  habia 
negado  a pedir  los  derechos  de  Patronato  para  el  Gobier- 
no, siendo  que  la  Santa  Sede  ofrecia  concederlos,  pues  ne- 
gaba que  Chile  los  tuviera  por.  herencia  del  Gobierno  de 
la  Madre  Patria. 

A esto  contesté  simplemente  que  el  señor  Irarrázaval 
debió  tener  terminantes  instrucciones  del  Gobierno  para 
proceder  de  esta  manera.  Toda  esta  última  parte  de  la 
conversación  tuvo  solo  la  forma  de  recuerdos  que  hacia 
el  Cardenal  de  las  negociaciones  pasadas. 

Para  cumplir  con  el  acuerdo  de  presentar,  por  mi  par- 
te, una  esposicion  de  los  deseos  del  Gobierno,  adopté  el 
temperamento  de  trascribir  casi  en  su  totalidad  la  nota 
de  US.  fecha  4 de  junio  del  presente  año,  núm.  141.  Me 
pareció  que  compendiarla  o modificarla  liabria  sido  espo- 
nerme  a desvirtuar  el  pensamiento  del  Gobierno  i desvir- 
tuar también  la  manera  lójica  i clara  en  que  está  espues- 
to  el  asunto  en  dicha  nota.  Con  esta  convicción  arreglé  la 
que  acompaño  en  copia  i en  la  que  US.  verá  que  no  hai 
sino  dos  o tres  párrafos  mios  introducidos  para  dar  a esta 
esposicion  la  forma  adecuada  al  caso. 


Oportunamente  iré  dando  cuenta  a US.  del  resultado 
de  mi  jestion  i acompañaré  copia  de  las  primeras  notas 
citadas,  que  la  premura  del  tiempo  no  me  permite  remh 
tir  ahora. 

Dios  guarde  a US. 


(Firmado)  A.  Blest  Gana. 


Al  señor  Ministro  del  Culto,  Justicia 
e Instrucción  Pública,  Chile. 


Anexo  a la  nota  anterior. 
COPIA. 


j Roma,  noviembre  23  de  1872. 
Eminentísimo  señor: 

En  consecuencia  de  lo  que  tuve  el  honor  de  convenir 
personalmente  ayer  con  Vuestra  Eminencia  Reverendísi- 
ma, paso  a someter  a su  consideración  el  asunto  que  for- 
ma el  objeto  principal  de  la  misión  con  que  se  me  ha 
honrado,  cerca  de  Su  Santidad. 

La  República  de  Chile  trabaja  con  anhelo,  desde  tiem- 
po atras,  en  la  completa  codificación  de  sus  leyes. 

El  Gobierno  i el  país  estiman  la  conclusión,  próxima 
ya,  de  esta  larga  i difícil  tarea  como  un  paso  de  los  mas 
indispensables  a la  prosperidad  nacional.  Varios  de  los 
códigos  terminados  desde  algunos  años  están  rindiendo 
en  la  práctica  resultados  enteramente  satisfactorios.  Otros 
se  encuentran  en  via.  de  elaboración.  A esta  última  cate- 
goría pertenece  el  Código  de  Enjuiciamiento  que  contiene 
en  la  parte  consagrada  a la  organización  i atribuciones 
de  los  tribunales  algunas  reformas  de  trascendencia,  en- 
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tre  las  que  figura  la  abolición  completa  de  todos  los  fue- 
ros especiales,  afectando  por  consiguiente  al  fuero  ecle- 
siástico en  lo  que  concierne  a las  causas  temporales. 

La  necesidad  de  esta  reforma  se  hace  sentir  en  Chile 
cada  d-ia  de  una  manera  mas  decidida. 

(Se  copió  en  seguida  la  parte  de  la  nota  del  Ministro  del  Culto,  fecha  junio  4 
de  1872  núm.  141,  desde  “la  opinión  pública  viene  pronunciándose,  etc .”  hasta 
“romper  violentamente  con  el  fuero.”  En  seguida  se  agregó  lo  que  sigue:) 

En  previsión  de  eventualidades  probables,  el  Gobierno 
de  Chile  desea  obtener  previamente  el  acuerdo  de  la  San- 
ta Sede,  en  este  grave  asunto,  i al  solicitarlo  me  encarga 
esponer  a Ytra.  Emcia.  Rma.  que  para  realizar  aquella 
reforma,  el  proyecto  de  lei  que  se  discute,  consigna  al  mis- 
mo tiempo  en  favor  del  clero  ciertas  garantías  impor- 
tantes. 

(Después  de  esto  se  volvió  a copiar  de  dicha  nota  desde  “Desde  luego  ese  pro- 
yecto” hasta  “i  la  Corte  Suprema  de  Justicia,”  i se  concluyó  como  sigue:) 

La  reforma  proyectada  consulta  pues  de  un  modo  equi- 
tativo los  derechos  del  clero  al  propio  tiempo  que  satisfa- 
ce las  exijencias  de  la  opinión  con  respecto  al  perfeccio- 
namiento de  nuestras  leyes. 

Rogando  a Ytra.  Emcia.  Rma.  tenga  a bien  someter  al 
Santísimo  Padre  los  deseos  de  mi  Gobierno  en  el  orden 
referido  e impetrar  su  augusto  consentimiento  para  la  re- 
forma proyectada,  me  complazco  en  reiterar  a Ytra. 
Emcia.  Rma.  las  seguridades  de  la  alta  consideración  con 
que  soi,  de  Vtra.  Emcia.  Rma.  mui  atento  i respetuoso 
servidor. 


(Firmado)  A.  Blest  Gana. 


A Su  Eminencia  Rma. 
el  señor  Cardenal  Antenelli. 


— 15  — 


K°  2. 


COPIA. 

19  Avenue  de  Messine. — 
París,  diciembre  15  de  1872. 


Señor  Ministro: 

Coniecha  25  de  noviembre  último,  en  nota  signada 
con  el  núm.  1,  tuve  el  honor  de  dar  cuenta  a US.  desde 
Roma,  del  resultado  de  mis  primeras  jestiones  en  la  mi- 
sión especial  que  el  Supremo  Gobierno  se  ha  servido 
confiarme  cerca  de  la  Santa  Sede. 

Terminada  casi  la  negociación  del  asunto  que  US.  se 
sirvió  encomendarme  por  su  nota  de  4 de  junio  núm.  141, 
juzgué  inútil  mi  permanencia  en  Roma,  a lo  menos  por 
ahora  i regresé  el  7 del  que  rije  a esta  capital. 

Desde  aqui  voi,  pues,  a informar  a US.  circunstancia- 
damente del  resultado  de  mi  negociación. 

Por  mi  citada  nota  se  habrá  US.  impuesto  de  que  para 
llegar  a un  resultado  sobre  el  asunto  de  la  abolición  del 
fuero  eclesiástico,  diriji  al  Eminentísimo  Cardenal  Secre- 
tario de  Estado  de  Su  Santidad  una  esposicion  de  los 
deseos  del  Gobierno  en  el  particular,  trascribiendo  casi 
por  completo  aquella  nota  de  US.  en  que  se  encuentran 
formulados. 

Dos  dias  después  de  enviada  esta  comunicación  al  Va- 
ticano, hice  una  visita  al  Cardenal  Ministro,  para  saber 
si  habia  ya  formado  su  juicio  en  la  materia,  o si  tenia 
algunas  observaciones  que  presentarme  i que  me  fuera 
posible  aclarar,  para  hacer  mas  espedito  el  despacho  del 
negocio. 

Su  Eminencia  me  informó  que  habia  encomendado  el 
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estudio  de  este  asunto  al  Iltmo.  Arzobispo  Sub-Secretario 
de  Estado  Monseñor  Mariano  Marini,  el  que  estaba  en- 
cargado de  informarle  acerca  de  él  i de  instruirse  de  las 
jestiones  de  la  misión  del  señor  Irarrázaval,  a fin  de  sa- 
ber si  se  habia  tocado  entonces  el  punto  del  fuero  ecle- 
siástico. 

Del  despacho  del  Cardenal  Ministro  me  trasladé  al  del 
referido  Sub-Secretario  de  Estado,  con  el  cual  convine 
después  de  una  corta  conversación,  en  que  ocho  dias  des- 
pués volvería  a saber  la  determinación  del  Gobierno  del 
Santísimo  Padre  con  respecto  a la  respuesta  que  debía 
darme. 

Al  cabo  de  este  término  fui  puntual  a la  cita.  Monse- 
ñor Marini  me  dijo  que  el  Gobierno  Pontificio  se  habia 
impuesto  detenidamente,  por  la  comunicación  que  yo  le 
habia  dirijido,  de  los  deseos  de  mi  Gobierno  tocante  ala 
abolición  del  fuero  eclesiástico  en  lo  temporal.  Que,  dis- 
puesto a concurrir  en  gran  parte  al  acuerdo  que  se  le  pe- 
dia, se  hallaba  sinembargo,  precisado  a poner  ciertas  li- 
mitaciones que  le  parecían  indispensables  i que  se  habían 
consignado  en  Concordatos  celebrados  con  algunas  otras 
Repúblicas  de  la  América  latina.  Mas  que,  como  seria 
mui  sensible  al  Gobierno-  de  Su  Santidad  el  que  sus  in- 
dicaciones en  tal  sentido  no  fueran  aceptadas  por  el  Go- 
bierno de  Chile,  deseaba,  ántes  de  formular  por  escrito 
su  contestación  definitiva,  saber  hasta  qué  grado  podría 
llegarse  a un  acuerdo  previo  en  la  cuestión. 

Cuando  Su  lima,  hubo  dejado  de  hablar,  le  contesté 
repitiéndole  lo  que  ántes  habia  dicho  a Su  Eminencia  el 
Cardenal  Antonelli,  a saber,  que  yo  no  podía  entrar  en 
una  discusión  final  sobre  los  pormenores  del  negocio;  pe- 
ro que  para  su  prosecución  deseaba  conocer  los  puntos 
sobre  que  versaba  la  respuesta  del  Gobierno  de  su  San- 
tidad. Por  este  medio  podría  conocer  si  estaba  dentro  de 
la  esfera  de  mis  instruccior^  el  aceptarlo  i sino  lo  esta- 


17  — 


ba,  los  trasmitiría  a mi  Gobierno,  pidiendo  nuevas  ins- 
trucciones. Con  tal  objeto,  pedí  en  consecuencia  al  Re- 
verendísimo Sub-Secretario  se  sirviera  darme  por  escrito 
una  lijera  esposicion  confidencial  de  las  limitaciones  que 
la  Santa  Sede  tenia  el  ánimo  de  poner  a su  concesión. 

Monseñor  Mariano  Marini  formuló  de  palabra  ‘los  pun- 
tos de  la  contestación  acordados  por  su  Gobierno,  pero  no 
se  mostró  dispuesto  a dármelos  por  escrito. 

Para  obviar  todo  inconveniente,  propásele  entonces  que 
yo  redactaría  un  Memorándum  de  las  bases  que  él  aca- 
baba de  trasmitirme,  lo  presentaría  a su  exámen  para 
ver  si  mi  memoria  me  había  sido  fiel,  i sometería  al  mis- 
mo tiempo  las  observaciones  que  la  consideración  de  las 
condiciones  que  acababa  de  oir  me  sujiriera.  Así  quedó 
acordado,  señalándose  el  día  siguiente  parala  nueva  em 
trevista. 

A fin  de  no  confiarlo  todo  a mis  recuerdos,  pedí  tam- 
bién a Monseñor  Marini  se  sirviera  proporcionarme  la 
colección  titulada  Conventiones  de  Rebus  Eclesiasticis  que 
él  tenia  en  la  mano  i que  podría  servirme  de  guia,  pues 
los  párrafos  14  i 15  del  Convenio  con  la  República  del 
Salvado?  que  se  rejistran  en  las  pájinas  370  i 371  de 
dicho  volúmen,  acababan  de  servir  de  norma  a su  Iltma. 
al  detallar  las  bases  del  acuerdo  que  me  trasmitía. 

En  el  curso  de  esta  entrevista,  Monseñor  Marini  me 
informó,  contestando  a una  pregunta  mia,  de  que  en  el 
proyecto  de  concordato  que  se  había  discutido  con  el 
señor  Irarrázaval  no  se  tocaba  la  cuestión  del  fuero. 

De  regreso  a mi  habitación  i teniendo  a la  vista  los  es- 
presados  párrafos  que  acompaño  en  traducción  bajo  el 
núm.  3,  redacté  el  Memorándum  que  aparece  en  copia 
signada  con  el  núm.  1. 

Al  siguiente  dia  me  presenté  en  el  despacho  del  Sub- 
Secretario,  a la  hora  convenida,  le  di  lectura  de  esta  pie- 
za, i después  que  él  me  hubo  declarado  que  era  la  exacta 
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aposición  de  lo  dicho  el  dia  anterior,  pasé  a presentarle 
mis  observaciones  acerca  de  su  contenido. 

En  primer  lugar  espuse  que  el  jénero  de  las  limitacio- 
nes de  la  proyectada  contestación  me  confirmaba  en  lo 
que  habia  espuesto  dos  veces  de  que  no  me  creia  autoriza- 
do para,  discutir  esas  limitaciones  de  una  manera  defi- 
nitiva; mas  que,  si  bien  esta  circunstancia  me  impedia 
comprometer  la  decisión  de  mi  Gobierno  ni  anticiparla, 
era  yo  de  opinión  que  convenia  discutir  desde  luego,  en 
beneficio  de  la  mayor  facilidad  futura  de  un  arreglo, 
aquellos  puntos  que  a mi  juicio  ofrecian  grandes  probabi- 
lidades de  no  ser  aceptados  por  mi  Gobierno. 

Al  proceder  de  este  modo,  señor  Ministro,  mi  ánimo 
era  allanar  de  antemano  lo  que  me  parecía  habia  de  ser 
objetado  por  el  Gobierno  i hacer  que  el  de  la  Santa  Sede 
formulase,  por  decirlo  así,  la  última  espresion  de  lo  que 
se  halla  dispuesta  a conceder. 

Con  este  propósito,  mi  primera  objeción  versó  sobre  un 
punto  que  me  pareció  esencial  dejar  desde  el  principio 
aclarado  con  entera  franqueza. 

Me  refiero  al  que  encierra  el  párrafo  siguiente: 

«En  aquellas  causas  que  puedan  acarrear  pena  capital 
o penas  infamantes,  formen  parte  del  tribunal  de  apela- 
ción dos  eclesiásticos.» 

En  el  párrafo  15  de  la  traducción  acompañada  bajo  eí 
núm.  3,  US.  se  servirá  observar  que  el  derecho  de  nom- 
brar los  dos  eclesiásticos  se  confiere  al  Ordinario.  I como 
Monseñor  Marini  habia  hecho  uso  el  dia  anterior  de  este 
párrafo  del  convenio  con  el  Salvador,  al  enumerar  los 
puntos  que  yo  debía  comprender  en  mi  Memorándum, 
estimó  indispensable  no  dejar  dudas  ni  reticencias  a este 
respecto,  porque  ellas  podrían  entorpecer  mas  tarde  cual- 
quiera negociación. 

En  esta  virtud,  hice  presente  que  nuestras  leyes  inves- 
tían al  Presidente  de  la  República  con  la  facultad  de 
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nombrar  los  jueces  de  todos  los  tribunales,  en  cierta  for- 
ma por  ellas  determinada,  i de  manera  que  aun  suponien- 
do el  caso  de  que  yo  no  podia  responder,  que  mi  Gobier- 
no aceptase  el  principio  de  introducir  en  la  corte  de 
apelaciones  dos  eclesiásticos  para  las  causas  como  las  in- 
dicadas en  el  párrafo  en  cuestión,  no  podria  desprenderse, 
en  ningún  caso,  en  favor  de  la  autoridad  eclesiástica, 
su  derecho  de  nombrarlos.  Ademas,  añadí,  si  se  buscaba 
una  garantía  con  el  nombramiento  de  los  dos  eclesiásticos, 
ésta  ha  existido  en  cierta  forma  ya  en  nuestro  sistema  ju- 
dicial, puesto  que  en  el  Consejo  de  Estado,  que  entiende 
de  las  solicitudes  de  indulto,  funciona  por  nuestra  Consti- 
tución, un  eclesiástico  constituido  en  dignidad. 

Discutido  este  punto,  quedó  arreglado  en  la  forma  en 
que  se  servirá  US.  verlo  en  el  Memorándum  reformado 
bajo  el  núm.  2. 

Mis  otras  observaciones  versaron  sobre  los  puntos  con- 
tenidos en  los  dos  párrafos  finales.  Al  primero  argüí  que 
no  siendo  un  código  un  documento  espositivo  ni  esplicati- 
vo,  no  parecía  natural  encerrar  en  uno  de  sus  artículos  la 
declaración  que  se  pedia  de  que  la  abolición  se  llevaba  a 
efecto  con  acuerdo  de  la  Santa  Sede. 

Al  párrafo  final  espuse  que  la  inserción  de  que  se  trata 
no  era  posible  sino  en  caso  que  hubiese  un  apéndice  al  Có- 
digo. 

Con  estas  observaciones  quedó  convenido  (i  yo  lo  apun- 
té al  márjen  con  lápiz,  en  presencia  de  Monseñor  Marini) 
que  si  era  posible,  la  declaración  de  que  habla  el  penúlti- 
mo párrafo  se  pusiese  al  pié  de  la  pájinaen  una  nota,  i el 
de  la  publicación  de  que  habla  el  último  de  dichos  párra- 
fos quedó  reducido  a que  se  haga  si  es  practicable.  Des- 
pués de  esta  conferencia,  me  dirijí  al  despacho  del  Reve- 
rendísimo Cardenal  Secretario  de  Estado  al  que  di  cuenta 
de  mi  acuerdo  con  Monseñor  Marini.  Volví  sobre  la  con- 
dición del  nombramiento  de  los  dos  eclesiásticos  para  el 
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tribunal  ele  apelación,  reiterando  que  a este  respecto  no 
me  era  posible  anticipar  la  decisión  de  mi  Gobierno;  pero 
insistí  mui  claramente  en  que  el  nombramiento,  en  caso 
de  convenirse  en  él,  se  haria  por  el  Presidente  de  la  Be- 
pública,  a lo  que  Su  Eminencia  repuso  espresando  el  de- 
seo que  en  lo  posible  se  proceda  en  tales  casos  de  acuerdo 
con  el  Ilustrísimo  i Beverendísimo  Arzobispo  de  Santia- 
go, a quien  me  dijo  el  Eminentísimo  Cardenal,  suponia  ins- 
truido de  estas  jestiones  por  el  Gobierno  de  la  República. 

Contestando  que  así  me  parecía,  puesto  que  el  Gobier- 
no mismo  había  sujerido  el  nombramiento  de  este  prela- 
do para  entenderse  con  él  acerca  de  los  pormenores  de  la 
abolición  del  fuero,  proseguí  repitiendo  las  observaciones 
que  había  presentado  al  Subsecretario  con  respecto  a los 
últimos  párrafos,  i agregué  esta  otra:  «que  si  con  la  indica- 
ción contenida  en  esos'  párrafos  se  buscaba  la  publicidad 
del  acuerdo  de  la  Santa  Sede,  ésta  tendría,  sin  duda,  lugar 
en  el  Mensaje  con  que  el  Gobierno  acompaña  al  Congre- 
so todo  proyecto  de  lei,  i en  él  que  probablemente  dará 
cuenta  de  la  misión  que  me  ha  confiado  i del  arreglo  a 
que  se  arribe:»  Su  Eminencia  contestó  que,  siendo  esto  así,, 
no  había  necesidad  de  las  indicaciones  de  los  dos  párra- 
fos en  cuestión. 

De  consiguiente  esos  dos  párrafos  aun  en  la  forma  que 
aparecen  en  el  Memorándum  reformado  núm.  12  pueden 
considerarse,  después  de  este  acuerdo,  con  el  Eminentísi- 
mo Cardenal  Secretario  de  Estado,  como  sustituidos  por  la 
espresion  del  deseo  del  Gobierno  Pontificio  de  que  se  ha- 
ga mención  del  concurso  de  éste  en  el  Mensaje  presiden- 
cial que  acompañe  la  impresión  del  Código  de  Enjuicia- 
miento. 

La  condición  del  que  escluye  las  causas  mayores  me 
ha  sido  presentada  como  indispensable  i no  la  hice  objeto 
de  discusión  alguna,  reservando  a su  respecto  todos  los 
derechos  del  Gobierno. 


— 21  — - 

Con  esto  quedó,  pues,  convenido  en  que  yo  trasmitiría 
a US.  el  resultado  de  mi  jestion  i que  aceptados  por  el 
Gobierno  los  puntos  del  Memorándum  que  va  en  la  copia 
núm.  2,  la  Santa  Sede,  daría  su  contestación  oficial  a mi 
nota  espositiva,  indicando  esos  mismos  como  bases  del 
acuerdo. 

Espero,  en  consecuencia,  la  contestación  de  US.  sobre 
este  particular  i las  instrucciones  que  tenga  a bien  tras- 
mitirme a fin  de  llevar  a cabo  la  negociación. 

Para  terminar,  no  me  parece  supérfluo  poner  en  cono- 
cimiento de  US.  que  en  el  curso  de  este  negocio  no  he  halla- 
do resistencia  séria  a las  objeciones  que  dejo  menciona- 
das sino  mas  bien  el  deseo  sincero  de  arreglar  el  asunto 
de  una  manera  satisfactoria  para  los  dos  Gobiernos. 

Dios  guarde  a US. 


A.  Blest  Gana. 

P.  D. — Por  la  posta  remito  a US.  el  mencionado  volúmen  de 
'Convenciones  de  asuntos  eclesiásticos  qne  pueden  ser  de  utilidad 
en  ese  Ministerio. 


Anexo  a la  nota  núm.  2 del  Ministro  chileno  en  Francia, 


COPIA. 

MEMORANDUM  l.° 

«Con  referencia  al  consentimiento  de  Su  Santidad  para 
la  abolición  del  fuero  eclesiástico  en  lo  que  toca  a las  cau- 
sas temporales,  pedido  a nombre  del  Gobierno  de  Chile 
por  el  Ministro  de  esta  República,  al  Gobierno  del  San- 
tísimo Padre  estaría  dispuesto  a contestar  que: 
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«La  Santa  Sede  consiente  en  la  abolición  de  dicho  fue- 
ro en  toda  causa  civil; 

«La  Santa  Sede  no  se  opone  a la  abolición  referida  en 
las  causas  criminales  con  tal  que, 

«En  aquellas  causas  que  puedan  acarrear  pena  capital 
o penas  infamantes,  formen  parte  del  tribunal  de  apela- 
ciones dos  eclesiásticos  i que 

«En  caso  de  condenación,  no  se  pueda  ejecutar  la  sen- 
tencia sin  la  aprobación  del  Presidente  de  la  República. 

«Se  escluyen  de  la  concesión  las  causas  mayores  que 
están  reservadas  a la  Santa  Sede,  según  las  prescripciones 
del  Concilio  de  Trento. 

«La  Santa  Sede  desea  que  en  el  artículo  del  Código  en 
que  se  consigne  el  principio  de  la  abolición  del  fuero,  se 
esprese  que  esta  abolición  se  lleva  a cabo  con  el  acuerdo 
prévio  de  Su  Santidad  i 

«Que  la  nota  que  Su  Eminencia  Reverendísima  el  Car- 
denal Secretario  de  Estado,  contestaría  al  Ministro  de 
Chile  a nombre  de  Su  Santidad,  (aceptadas  que  fuesen  las 
condiciones  espuestas)  sea  inserta  entre  los  documentos 
del  apéndice  que  acompañe  al  mencionado  Código. 

Diciembre  2 de  1872.» 


MEMORANDUM  2.° 


(Reformado) . 


«Con  referencia  al  consentimiento  de  Su  Santidad  para 
la  abolición  del  fuero  eclesiástico  en  lo  que  toca  a las  cau- 
sas temporales,  pedido  a nombre  del  Gobierno  de  Chile 
por  el  Ministro  de  esta  República,  el  Gobierno  del  San- 
tísimo Padre  estaría  dispuesto  a contestar  que: 

1. °  La  Santa  Sede  consiente  en  la  abolición  de  dicho 
fuero  en  toda  causa  civil; 

2. °  La  Santa  Sede  no  se  opone  a la  abolición  referida 
en  las  causas  criminales  con  tal  que, 

3. °  En  aquellas  causas  que  puedan  acarrear  pena  capi- 
tal, o penas  infamantes  formen  parte  del  tribunal  de  Ape- 
laciones dos  eclesiásticos  nombrados  con  arreglo  a las  le- 
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yes  i de  acuerdo  si  es  posible , con  el  Ilustrísimo  Arzobis- 
po de  Santiago,  i que 

4. °  En  caso  de  condenación,  no  se  pueda  ejecutar  la 
sentencia  sin  la  aprobación  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

5. °  Se  escluyen  de  la  concesión  las  causas  mayores  que 
están  reservadas  a la  Santa  Sede,  según  las  prescripciones 
del  Concilio  de  Trento. 

La  Santa  Sede  desea  que  al  pié  de  la  pájina  en  que  se 
rejistre  el  artículo  del  Código  que  contenga  el  principio 
de  la  abolición  del  fuero  se  ponga,  si  es  posible , una  nota 
en  que  se  esprese  que  esta  abolición  se  lleva  a cabo  con 
acuerdo  de  Su  Santidad. 

Que  la  nota  que  Su  Eminencia  Reverendísima  el  Car- 
denal Secretario  de  Estado  contestaría  al  Ministro  de 
Chile,  a nombre  de  Su  Santidad,  (aceptadas  que  fuesen 
las  condiciones  espuestas)  sea  inserta,  si  es  posible,  entre 
los  documentos  del  apéndice  que  acompañe  al  menciona- 
do Código. 

Diciembre  2 de  1872. 


Conforme, 

A.  BLEST  GtANA.» 


Anexo  a la  nota  núm.  2 de  don  A.  Blest  Gana. 
COPIA. 


Núm.  3. 


Traducción  de  los  párrafos  del  Convenio  entre  la  Santa  Sede  i el  Sal- 
vador, citados  en  la  nota  de  15  de  diciembre , núm.  2 dirijida  al  se- 
ñor Ministro  del  Culto. 

14.  Considerando  las  exijencias  délos  tiempos,  Su  San- 
tidad consiente  en  que  las  causas  civiles  de  los  clérigos 
ya  sean  de  derecho  personal  o ya  de  derecho  real  proce- 
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dentes  de  propiedades  i demas  bienes  temporales  de  los 
eclesiásticos,  de  los  beneficios  i demas  derechos  referentes 
a fundaciones  eclesiásticas,  sean  referidas  a los  jueces. 

15.  En  virtud  de  la  misma  consideración,  la  Santa  Sede 
no  se  opone  a que  se  defieran  a los  tribunales  laicos  cuales- 
quiera causas  criminales  de  los  eclesiásticos  procedentes 
cíe  delitos  cometidos  en  contravención  de  las  leyes  de  la 
República  i que  no  pertenezcan  a la  relijion.  Con  todo, 
tratándose  de  los  jueces  de  segunda  i última  instancia, 
serán  admitidos  a formar  en  ese  tribunal  dos  eclesiásti- 
cos que  nombrará  el  ordinario.  Estos  juicios  serán  lo  me- 
nos público  posible  i nunca  serán  ejecutadas  las  sentencias 
respectivas  que  condenen  a pena  capital,  pena  aflictiva  o 
pena  infamante  sin  la  suprema  aprobación  del  Presiden- 
te de  la  República  i sin  que  haya  el  Obispo,  de  quien  el 
eclesiástico  dependa,  préviamente  cumplido  con  lo  que  los 
sagrados  cánones  prescriben.  En  la  aprehensión  i deten- 
ción de’  eclesiásticos  se  observarán  los  modos  que  exije  la 
reverencia  del  carácter  eclesiástico,  i cuando  algún  ecle- 
siástico sea  preso,  el  Obispo  será,  sin  demora  alguna,  no- 
tificado del  hecho;  se  escluyen  absolutamente  de  las  dis- 
posiciones de  este  artículo  las  causas  mayores  que  están 
reservadas  a la  Santa  Sede,  según  las  prescripciones  de 
la  lei  24  de  Reformación,  capítulo  Y del  Concilio  de  Trento. 


COPIA  MJM.  119. 

Santiago , abril  7 de  1873. 

Trasmito  a US.  por  la  presente  el  acuerdo  celebrado 
por  el  Gobierno  respecto  a la  negociación  con  la  Santa 
Sede  que  encomendé  a US.  por  mi  nota  de  4 de  junio 
del  año  próximo  pasado. 

El  Gobierno  ha  meditado  atentamente  las  condiciones 
con  que  la  Santa  Sede  prestaría  su  concurso  a la  aboli- 
ción del  fuero  eclesiástico,  i que  se  hallan  consignadas  en 
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el  Memorándum  núm.  2 que  US.  me  incluye  adjunto  a 
su  nota  de  15  de  diciembre  ultimo. 

Escluidas,  según  lo  espone  US.  las  dos  últimas  cláusu- 
las de  dicho  Memorándum,  en  atención  a que  el  Gobier- 
no léjos  de  tener  embarazo  alguno  para  llenar  los  deseos 
de  Su  Santidad,  considera  por  el  contrario  de  su  deber 
dar  cuenta  al  Congreso  de  que  la  abolición  del  fuero  se 
propone  de  acuerdo  con  la  Silla  Apostólica,  solo  me  resta 
examinar  las  otras  cláusulas  del  referido  Memorándum. 

De  ellas,  la  primera  i segunda  no  se. prestan  a obser- 
vación alguna.  No  así  la  cuarta  que  tomaré  en  conside- 
ración ántes  que  las  otras  por  ser  la  ménos  grave,  la  cual 
refiriéndose  a las  causas  criminales,  dice:  «En  caso  de 
condenación,  no  se  pueda  ejecutar  la  sentencia  sin  la 
aprobación  del  Presidente  de  la  República.» 

Esta  cláusula  carece  completamente  de  objeto  puesto 
que,  como  US.  sabe,  todo  individuo  tiene  según  nuestra 
Constitución,  el  derecho  de  solicitar  del  Presidente  de  la 
República,  ántes  de  que  se  ejecute  la  sentencia,  el  indul- 
to o conmutación  de  la  pena  a que  haya  sido  condena- 
do. Si  este  es  un  derecho  que  la  Constitución  asegura  a 
todos  los  habitantes  de  la  República,  es  de  todo  punto 
inútil  introducirlo  como  una  escepcion  consultada  a favor 
de  los  sacerdotes.  Nada  avanzarían  con  eso,  que  ántes 
bien  no  carecería  de  inconvenientes  el  que  apareciera  co- 
mo una  concesión  lo  que  ya  era  para  ellos  un  derecho 
perfecto.  En  su  voluntad  estará  siempre  que  la  sentencia 
no  se  ejecute  sin  la  aprobación  del  Presidente. 

La  cláusula  tercera  ofrece  inconvenientes  mas  graves. 
Dice  así:  «En  aquellas  causas  que  puedan  acarrear  pena 
capital  o penas  infamantes,  formen  parte  del  Tribunal  de 
Apelación  dos  eclesiásticos  nombrados  con  arreglo  a las 
leyes  i de  acuerdo,  si  es  posible,  con  el  Iltmo.  Arzobispo 
de  Santiago.» 

Ante  todo  conviene  observar  que  serian  rarísimas  las 
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causas  criminales  en  que  no  tuvieran  intervención  los 
dos  jueces  eclesiásticos  que  se  proponen,  ya  que  son  rarí- 
simos también  los  delitos,  cuya  pena  no  acarree  al  delin- 
cuente alguna  infamia.  Desde  que  ella  va  afecta  a toda 
pena  pública,  la  acarrea  la  de  mera  prisión,  aun  la  de 
pocos  dias,  porque  la  infamia  no  se  mide  por  la  duración 
sino  por  la  calidad  de  la  pena;  i fácilmente  se  advierte 
que  de  esta  manera  la  intervención  de  los  jueces  eclesiás- 
ticos seria  indispensable  en  la  totalidad  de  las  causas 
criminales  que  tienen  apelación.  Esa  cláusula  equivaldría 
a exijir  siempre  la  presencia  de  los  jueces  especiales. 

Ahora  bien,  el  Gobierno  encuentra  inaceptable  esta 
condición  considerado  el  orden  actual  4e  nuestros  pro- 
cedimientos j udiciales. 

Desde  luego,  prescribiendo  la  Constitución  misma  en 
sus  artículos  82  i 104  la  forma  en  que  deben  nombrarse 
los  miembros  de  las  Cortes,  no  sería  posible  que  una  lei 
ordinaria  alterase  esa  forma  para  dar  al  Iltmo.  Arzobispo 
la  participación  que  se  propone  en  el  nombramiento  de  los 
eclesiásticos  que  deberían  formar  parte  del  Tribunal. 

Si  ellos  no  han  de  poder  ser  nombrados  ni  designados 
por  el  diocesano;  si  por  otra  parte,  en  un  Tribunal  que 
consta  de  cinco  jueces  legos,  habrían  de  estar  en  una  re- 
ducida minoría,  no  se  divisa  qué  garantía  seria  i eficaz 
consultaría  la  Santa  Sede  con  esta  medida.  Ella  seria  por 
el  contrario,  ajuicio  del  Gobierno,  una  escepcion  odiosa 
para  los  que  reclaman  el  réjimen  de  la  igualdad,  i un 
privilejio  de  mero  aparato  que  sin  llenar  las  miras  de 
Su  Santidad,  daría  márjen  i pretesto  a los  partidarios  de 
la  lei  común  para  censurar  la  condición  privilejiada  de 
los  eclesiásticos.  Si  la  garantía  que  se  busca  no  ha  de 
existir  en  realidad,  vale  mucho  mas  para  el  prestijio  del 
sacerdocio  que  no  exista  en  la  mera  apariencia.  Así  nadie 
podrá  invocar  en  su  contra  un  privilejio  que  eñ  nada  le 
favorece. 
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Por  otra  parte,  el  Gobierno  abriga  la  persuacion  de 
que  el  Congreso  no  aceptarla  el  establecimiento  o intro- 
ducción en  las  Cortes  de  estos  jueces  especiales.  Como 
herencia  tradicional  de  las  lejislaciones  de  la  Edad  Me- 
dia, en  las  cuales  prevalecía  el  principio  de  que  cada  cual 
fuese  juzgado  por  sus  pares,  existían  los  jueces  especia- 
les hasta  hace  pocos  años  en  nuestros  tribunales  de  al- 
zada. Así  en  los  juicios  militares,  comerciales  i de  mine- 
ría era  condición  de  su  validez  la  comparecencia  de  uno 

0 dos  ministros  especiales  del  ramo  que  fuesen  militares, 
comerciantes  o mineros. 

Pues  bien,  la  opinión  pública,  persuadida  de  la  inuti- 
lidad de  ese  privilejio  para  la  imparcialidad  i acierto  de 
los  fallos  i anhelando  estender  el  imperio  de  la  lei  común 
para  simplificar  la  lejislacion,  logró  al  fin  que  se  abolie- 
sen estos  fueros  o procedimientos  especiales.  Es  mui  de 
notar  la  circunstancia  de  que  el  que  obtuvo  i sancionó 
esta  abolición  fué  el  mismo  Presidente  actual  cuando 
ocupaba  el  Ministerio  de  Justicia. 

De  entonces  acá  los  trabajos  de  los  lejisladores  del  país 
se  han  encaminado  constantemente  hácia  el  mismo  fin  i 
seria  mui  improbable  i difícil  que  consintiesen  en  retro- 
ceder a un  sistema  abandonado,  precisamente  en  los  mo- 
mentos mismos  en  que  la  aspiración  mas  j eneral  reclama 
el  ensanche  de  la  lei  común  i la  desaparición  mas  com- 
pleta posible  de  los  fueros. 

Por  eso  es  que  el  Gobierno  i los  que  desean  poner  al 
sacerdocio  en  cuanto  es  posible,  al  abrigo  de  las  odiosida- 
des lugareñas  i mezquinas,  de  acusaciones  inmotivadas  i 
frecuentes;  los  que  en  obsequio  a los  intereses  morales 
del  pueblo,  desean  consultar  para  los  funcionarios  ecle- 
siásticos la  digna  i respetable  posición  que  les  corresponde 

1 de  que  necesitan  para  desempeñar  su  elevada  misión, 
han  escluido  del  conocimiento  de  sus  causas  criminales, 
en  el  Código  que  se  proyecta,  a todos  los  jueces  inferió- 
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res,  i los  han  colocado  en  el  rango  de  los  mas  altos  fun- 
cionarios de  la  República.  Esta  prueba  de  consideración 
i respeto  es  ciertamente  una  garantía  mas  valiosa  i eficaz 
que  la  de  mera  apariencia  que  propone  S.  E.  el  Cardenal 
Secretario  de  Su  Santidad  i a la  cual  Su  Eminencia  pa- 
rece atribuir  una  importancia  que  en  realidad  no  tiene. 

V.  S.  hará  valer  estas  consideraciones  en  el  ánimo  de 
Su  Santidad,  a fin  de  que  la  condición  aludida  no  sea  un 
obstáculo  insuperable  para  el  arreglo. 

Réstame  solo  considerar  la  cláusula  5^  que  dice:  « Se 
escluye  de  la  concesión  las  causas  mayores  que  están  re- 
servadas a la  Santa  Sede,  según  las  prescripciones  del 
Concilio  de  Trento.» 

Desde  luego  se  ocurre  observar  que  la  escepcion  con- 
tenida en  esta  cláusula  es  mui  indeterminada  i por  lo 
mismo  inaceptable.  Ella  equivaldría  a referir  al  conoci- 
miento de  Su  Santidad  casi  todas  las  causas  criminales 
de  los  Obispos.  En  efecto,  el  Concilio  de  Trento  compren- 
de en  j eneral  bajo  la  denominación  de  causas  mayores 
todas  aquellas  por  las  cuales  merezca  el  Obispo  la  deposi- 
ción o privación  de  su  cargo.  Ahora  bien,  las  causas  por 
las  cuales  puede  incurrirse  en  tales  penas  son  numerosí- 
simas i se  hallan  tan  diseminadas  i esparcidas  en  el  cuer- 
po del  derecho  canónico  que  no  seria  fácil  tarea  hacer  de 
ellas  una  numeración  completa.  Tal  numeración  seria 
por  otra  parte  infructuosa  desde  que  las  mismas  leyes  ca- 
nónicas dejan  en  muchos  casos  al  arbitrio  del  juez  la  im- 
posición de  la  pena.  Esta  consideración  es  decisiva  refi- 
riéndose al  Papa,  juez  de  los  Obispos,  el  cual  puede  im- 
poner la  pena  de  privación  a su  albedrío.  Siendo  esto 
así,  la  escepcion  seria  mas  clara,  mas  sencilla  i exacta,  si 
en  absoluto  se  escluyesen  todas  las  causas  criminales  de 
los  Obispos. 

Las  precedentes  observaciones  podrian  estimarse  de  po- 
co alcance  desde  que  ellas  se  refieren  a la  forma  de  la  es- 
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cepcion  contenida  en  la  cláusula  5.a. — El  Gobierno  con- 
sidera empero  que  dicha  escepcion  se  presta  a objeciones 
de  fondo  cuya  suma  gravedad  no  podrá  ocultarse  al  jus- 
ticiero i equitativo  espíritu  de  la  Sede  romana. 

Desde  luego  i atendida  la  situación  jeográfica  de 
nuestro  país,  colocado  a mas  de  16,000  kilómetros  de  Bo- 
ma, podría  decirse  que  en  casi  la  totalidad  de  los  casos 
seria  imposible  e ilusoria  la  responsabilidad  criminal  de 
los  Obispos.  Se  comprende  que  para  las  naciones  de  Eu- 
ropa pueda  ofrecer  mas  o ménos  inconvenientes,  pero  al 
ménos  sea  admisible  radicar  los  juicios  en  Roma;  pero 
tratándose  de  nuestro  país,  situado  al  occidente  de  la 
parte  mas  austral  de  la  América  i que,  apesar  de  todos 
los  progresos  de  la  navegación  necesita  de  meses  para 
estar  en  relación  con  Roma,  tal  orden  de  procedimientos 
equivaldría  a imposibilitarla  prosecución  de  los  juicios 
criminales.  ¿Quién  se  animaría  a iniciar  proceso  alguno 
con  tales  condiciones? — Para  que  tuviese  alguna  vez  apli- 
cación la  lei  seria  preciso  la  casual  coincidencia  de  cir- 
cunstancias mui  raras  i de  medios  mui  poderosos  i escep- 
cionales,  que  no  pueden  servir  de  norma  para  la  forma- 
ción de  las  leyes.  Por  escasos  que  se  supongan  estos  jui- 
cios, como  lo  serian  en  realidad,  nunca  seria  justo  adop- 
tar procedimientos  que  hiciesen  ilusoria  toda  responsa- 
bilidad. 

Indudablemente,  que  no  es  la  impunidad  lo  que  bus- 
caría con  ellos  la  Santa  Sede,  sino  una  garantía  de 
ilustración  i rectitud  que  ponga  a los  Obispos  al  abrigo 
de  vejámenes  injustos.  Por  su  alta  dignidad  i por  su  ca- 
rácter no  seria  aceptable  por  cierto  que  los  Obispos  pu- 
diesen ser  maliciosamente  arrastrados  dia  a clia  ante  jue- 
ces de  probidad  dudosa  o de  escasa  ilustración.  Pero  el  Go- 
bierno cree  que  el  remedio  contra  ese  peligro  puede  i 
debe  buscarse  dentro  de  la  misma  jerarquía  judicial  de  la 
República. 
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En  mi  recordada  nota  de  4 de  junio  dije  a V.  S.  que 
el  Proyecto  de  Código  atribuia  el  conocimiento  de  las 
causas  civiles  i criminales  de  todos  los  funcionarios  ecle- 
siásticos, inclusive  de  las  de  los  obispos  i sus  vicarios  je- 
nerales  a los  jueces  letrados  con  recurso  a las  Cortes  de 
Apelaciones.  Debo  rectificar  un  error  en  que  por  enton- 
ces incurrí  por  tener  a la  vista  un  proyecto  que  en  esta, 
parte  no  había  sido  aun  revisado  ni  aprobado.  Ese  pro- 
cedimiento se  referia  solo  a los  párrocos.  Las  causas  de 
los  obispos,  de  sus  vicarios  j enerales  i vicarios  capitulares, 
cualquiera  que  sea  la  cuantía  o la  naturaleza  del  negocio 
corresponderían  en  primera  instancia  a la  Corte  de  Ape- 
laciones respectiva,  con  apelación  ante  la  Corte  Supre- 
ma, que  es  el  mas  alto  tribunal  de  la  nación.  Por  eso 
dije  a V.  S.  que  quedaban  equiparados  al  Presidente  de 
la  República,  a los  Ministros  de  Estado  i a los  Aj entes 
Diplomáticos. 

La  Santa  Sede  no  podrá  ménos  de  convenir  en  que  co- 
locados los  primeros  funcionarios  de  la  Iglesia  en  el  mis- 
mo rango  que  el  primer  majistrado  de  la  nación,  se  han 
consultado  para  aquellos  las  mas  eficaces  garantías  que 
es  posible  obtener  en  nuestra  administración  de  justicia. 

A todo  lo  espuesto  debo  agregar  una  consideración  fi- 
nal que,  ajuicio  del  Gobierno,  hace  de  todo  punto  inad- 
misible la  escepcion  que  vengo  discutiendo. 

Ella  dejaría  a ciertos  ciudadanos  fuera  del  alcance  de 
los  tribunales  de  la  nación  bajo  cuya  jurisdicción  están 
todos  los  habitantes  de  la  República,  según  los  preceptos 
de  la  Constitución  del  Estado.  Tan  estraordinario  privi- 
lejio  sobre  avenirse  mal  con  los  principios  constitucionales 
que  nos  rijen,  no  consultaría  las  condiciones  primordiales 
de  una  buena  administración  de  justicia,  breve  i espedita. 
Las  dificultades  insuperables  que  ese  trámite  opondría  al 
amparo  de  los  derechos  de  los  querellantes  equivaldría  a 
dejarlos  indefensos. 
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Y.  S.  se  esmerará  en  hacer  valer  las  precedentes  con- 
sideraciones en  el  ánimo  de  la  Santa  Sede  a fin  de  que  el 
arreglo  pueda  concluirse  ántes  de  que  la  comisión  revi- 
sora  del  proyecto  de  Código  termine  sus  tareas,  i por  con- 
siguiente ántes  de  que  dicho  proyecto  se  presente  al  Con- 
greso. Para  ello  Y.  S.  llamará  mui  especialmente  la  aten- 
ción de  S.  S.  al  hecho  de  que  en  esta  reforma  solo  se  trata 
de  las  causas  civiles  o criminales  por  delitos  comunes  i 
de  ninguna  manera  de  las  causas  meramente  eclesiásti- 
cas; de  que  con  ellas  quedan  abolidos  los  recursos  de  fuer- 
za i de  que  los  tribunales  eclesiásticos  continuarán  cono- 
ciendo, según  el  mismo  proyecto  de  Código,  de  las  causas 
que  versen  sobre  validez  o nulidad  de  matrimonio,  o so- 
bre divorcio  temporal  o perpétuo  o sobre  mejor  derecho 
a capellanías  eclesiásticas. 

Teniendo  presente  la  época  próxima  en  que  el  Congreso 
debe  comenzar  sus  tareas,  Y.  S.  procurará  alijerar  la  nego- 
ciación, quedando  como  ántes  autorizado  para  trasladarse 
a Roma,  si  Y.  S.  lo  conceptuase  necesario. 

Dios  guarde  a V.  S. 

Abdon  Cifuentes. 


isíúm.  4. 


COPIA. 

París , julio  11  de  1873. 


Misión  especial  a Roma. 

Señor  Ministro: 

En  contestación  a mi  nota  de  15  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  se  ha  servido  V.  S.  trasmitirme,  con  fe- 
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clia  7 de  abril  último,  el  acuerdo  del  Supremo  Gobierno 
respecto  a la  negociación  concerniente  al  fuero  eclesiástico 
que  me  habia  encomendado  conducir  cerca  de  la  Santa 
Sede. 

Instruido  de  los  pormenores  de  ese  acuerdo,  decidí 
trasladarme  nuevamente  a Roma.  Me  pareció  que  el  me- 
jor modo  de  hacer  valer  los  razonamientos  contenidos  en 
la  nota  de  Y.  S.  en  favor  de  la  abolición  de  aquel  privile? 
jio,  era  el  reproducirlos  en  discusiones  verbales,  a fin  de 
esplayarlos  en  aquello  que  fuera  preciso  i poder  contestar 
a las  objeciones  que  se  me  presentasen  i que  no  me  era 
posible  preveer  de  antemano. 

Llevada  a efecto  esta  resolución,  hice  una  visita  al  Ex- 
celentísimo Cardenal  Secretario  de  Estado,  al  dia  siguien- 
te de  mi  arribo  a aquella  capital. 

En  esta  entrevista  me  proponia  promover,  desde  luego, 
la  discusión  sobre  las  condiciones  consignadas  en  el  Me- 
morándum núm.  2 de  mi  citada  nota  i que  ha  servido  de 
base  a las  instrucciones  de  Y.  S.  De  este  modo  esperaba 
encontrar  una  ocasión  de  preparar  el  ánimo  de  Su  Emi- 
nencia en  favor  de  la  modificación  completa  de  ese  Me- 
morándum, que  V.  S.  me  encarga  proponer. 

Al  efecto,  recordé  en  pocas  palabras  las  jestiones  que 
habia  iniciado  en  mi  primer  viaje,  hasta  llegar  al  Memo- 
rándum aludido,  i entré  en  seguida  a analizar  esta  pieza 
en  el  sentido  de  la  indicada  modificación.  Como  era  de  es- 
perarse el  Cardenal  Antonelli  aceptó  sin  discutir  la  su- 
presión de  las  dos  cláusulas  finales,  cuando  le  hube  ma- 
nifestado que  el  Gobierno  abrigaba  desde  un  principio  el 
propósito  de  anunciar  al  Congreso  que  la  abolición  dei 
fuero  se  propone  de  acuerdo  con  la  Silla  Apostólica. 

Observando  el  orden  de  la  nota  de  Y.  S.,  entré  después 
a esplicar  la  absoluta  inutilidad  de  la  cláusula  4.a  desde 
que  todo  reo,  según  nuestra  Constitución,  tiene  el  dere- 
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cho,  como  lo  observa  Y.  S.,  de  solicitar  indulto  del  Presi- 
dente de  la  República. 

A esto  replicó  Bu  Eminencia  con  una  objeción  que  no  me 
habia  presentado  en  el  curso  de  las  jestiones  anteriores. 
Según  el  Cardenal,  la  Santa  Sede  no  podia  acceder  a que 
pudiera  ejecutarse  una  sentencia  capital  en  la  persona  de 
un  eclesiástico,  sin  que  precediese  la  degradación  canóni- 
ca, i para  esto  era  menester  que  pasase  la  sentencia  del 
tribunal  civil  con  todos  sús  antecedentes  al  tribunal  ecle- 
siástico, a fin  de  que  éste  pronunciara  la  degradación,  si, 
a su  juicio,  él  habia  sido  legalmente  condenado. 

A esto  observé  que  el  hecho  de  la  sentencia  pronun- 
ciada por  el  tribunal  civil  competente  debería  bastar  a la 
autoridad  eclesiástica  para  la  degradación;  que  el  pasar  a 
ésta  el  espediente  de  la  causa  seria  constituirla  en  juez  de 
los  actos  de  aquel  tribunal,  lo  que  vendría  a establecer 
una  escepcion  peor  aun  que  la  del  fuero  que  se  trata  de 
abolir. 

Su  Eminencia  no  me  contestó  de  una  manera  directa  a 
este  argumento,  sino  que  entró  a esplicar  la  imprescindi- 
ble necesidad  de  la  degradación  i lo  poco  natural  que 
le  parecía  que  esta  fuera  pronunciada  por  la  autoridad 
eclesiástica  sin  la  persuacion  legal  de  la  justicia  de  la  sen- 
tencia. Terminó  como  para  no  entrar  de  lleno  en  la  dis- 
cusión, pidiéndome  que  le  espusiera  por  escrito  las  obje- 
ciones de  mi  Gobierno  al  Memorándum  en  j eneral. 

No  obstante  esta  indicación,  pedí  a Su  Eminencia  me 
permitiese  concluir  aquel  lijero  análisis  del  Memorán- 
dum. Faltaban  aun  las  dos  cláusulas  mas  importantes  de 
éste,  la  relativa  a la  introducción  de  dos  eclesiásticos  en 
la  Corte  de  Apelaciones,  i la  que  establece  la  reserva  ab- 
soluta de  las  causas  mayores  para  ante  la  Santa  Sede. 

Me  pareció  que  no  debía  guardar  silencio  sobre  puntos 
tan  principales,  a fin  de  conocer  desde  luego  qué  objecio- 
nes se  me  opondrían  i qué  jénero  de  concesiones  me  seria 
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dado  esperar  sobre  ellas.  De  este  modo  promoví  una  lije- 
ra  discusión  sobre  una  i otra  de  estas  dos  cláusulas,  en  la 
que  hice  valer  las  razones  señaladas  por  Y.  S.,  desarro* 
/ liándolas  en  lo  que  juzgué  conveniente. 

A propósito  del  argumento  contenido  en  la  nota  de  V. 
S.  respecto  de  los  casos  de  penas  infamantes,  Su  Eminen- 
cia contestó  que  el  Gobierno  de  Su  Santidad  habia  queri- 
do solo  referirse  a los  declarados  tales  por  nuestras  leyes  i 
no  de  una  manera  j eneral  a todo  lo  que  pueda  moralmen- 
te considerarse  como  infamante. 

Tratando  de  la  presencia  de  dos  eclesiásticos  en  el  tri- 
bunal de  apelación,  hice  valer  a la  lijera  las  razones  de 
la  nota  de  Y.  S.  i me  empeñé  en  hacer  notar  lo  inadmisi- 
ble de  la  cláusula,  que  consagraría  un  nuevo  privilejio, 
del  que  el  clero,  lejos  de  poder  alcanzar  ventajas,  solo  co- 
secharía inconvenientes. 

Del  mismo  modo  llegados  a la  reserva  de  las  causas 
mayores,  no  omití  para  combatirla,  ninguna  de  las  pode- 
rosas consideraciones  contenidas  en  la  nota  de  Y.  S.,  bien 
que  haciéndolo  de  un  modo  sumario.  Su  Eminencia  entró 
mui  superficialmente  a contestarme,  con  algunas  conside- 
raciones tendentes  a manifestar  que  a su  juicio  las  razo- 
nes de  la  distancia  i de  las  dificultades  de  proseguir  jui- 
cios contra  obispos  no  le  parecian  insuperables,  i la  en- 
trevista se  terminó  quedando  yo  de  presentar  la  esposi- 
cion  que  él  me  habia  indicado. 

Pronto  me  apresuré  en  cumplir  con  esto,  pasando  a 
Su  Eminencia  la  nota  que  en  copia  acompaño  bajo  la 
letra  A.  Por  ésta  advertirá  US.  que,  como  en  el  caso  de 
las  primeras  instrucciones,  esta  nota  es  un  trasunto  de 
las  que  contiene  la  de  U S.  ya  aludida. 

También  como  en  aquel  caso,  si  de  algo  me  he  separa- 
do de  laesposicion  de  US.,  ha  sido  para  darle  la  forma 
adecuada  a la  discusión  o para  modificar  aquello  que  des- 
pués de  la  conferencia  espuesta,  conocí  que  convenia  pre- 
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sentar  con  alguna  variación.  Así  por  ejemplo,  observará 
US.  que  en  ninguna  parte  declaro  terminantemente  in- 
admisibles las  cláusulas  del  Memorándum,  ni  tampoco 
hago  valer  de  un  modo  definido  las  consideraciones  po- 
líticas espuestas  en  la  nota  de  US.  Pensé  que  para  la 
nota  escrita  bastaba  la  enunciación  de  estos  argumentos, 
i me  reservé  el  darles  de  palabra  toda  su  fuerza  en  las 
siguientes  discusiones. 

Trascurridos  algunos  dias  me  presenté  al  despacho  de 
su  Eminencia  para  saber  si  se  había  ya  instruido  de 
mi  nota.  Este  me  contestó  que  la  había  entregado  con 
sus  instrucciones  al  Sub-Secretario  Monseñor  Marini,  a 
fin  de  que  estudiando  el  asunto,  informara  sobre  él  al  Go- 
bierno de  Su  Santidad. 

El  Sub-Secretario  citado,  a cuyo  despacho  me  dirijí  el 
mismo  dia,  me  dijo  que  se  ocupaba  de  hacer  un  estudio 
detenido  de  mi  esposicion.  Que  por  ella  veia  que  la  men- 
te de  la  reforma  era  dejar  al  clero  en  las  causas  tem- 
porales, absolutamente  en  la  misma  condición  de  los  lai- 
cos, que  a pesar  del  derecho  de  petición  de  indulto  que 
asegura  la  Constitución  chilena  a todo  reo,  seria  de  de- 
sear que  en  los  casos  del  clero,  tratándose  de  penas  ca- 
pitales, fuese  un  trámite  indispensable  la  aprobación  de 
Su  Excelencia  el  Presidente  de  la  Bepública,  a esto  agre- 
gó el  Ilustrisimo  Arzobispo  nombrado  las  mismas  consi- 
deraciones que  su  Eminencia  el  Cardenal  Antonelli  con 
respecto  a las  otras  cláusulas  objetadas,  i terminó  ofre- 
ciéndome que  pronto  haría  relación  del  asunto  al  Santo 
Padre. 

Rebatiendo  los  cargos  que  acababa  de  hacer  a mi  es- 
posicion, repetí  el  argumento  de  que  precisamente  el  sis- 
tema de  igualdad  es  el  que  conviene  a la  conservación  del 
prestijio  del  clero:  le  pedí  considerase  detenidamente 
cuántas  garantías  de  cumplida  administración  de  justicia, 
ofrece  el  sistema  propuesto  por  mi  Gobierno,  en  el  que 
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se  coloca  a todas  las  dignidades  de  la  iglesia  al  nivel  del 
Presidente  de  la  República  en  la  esfera  judicial;  le  rogué 
llamase  mui  especialmente  la  atención  de  Su  Santidad  al 
hecho  de  que  el  Gobierno  de  la  República  renuncia  a 
los  recursos  de  fuerza,  el  arma  mas  temible  que  la  auto- 
ridad civil  puede  ejercer  contra  la  eclesiástica,  que  esta 
sola  concesión  equi valia  a todas  las  reformas , mui  racio- 
nales por  otra  parte,  que  se  trata  de  introducir,  que  el 
abolir  el  fuero,  reservando  las  causas  mayores  a la  Santa 
Sede,  era  hacer  ilusoria  tal  abolición,  en  realidad,  para 
una  gran  parte  del  clero;  agregué  también  que  se  sir- 
viese hacer  considerar  a Su  Santidad  que  dada  nuestra 
forma  de  gobierno  i atendido  el  grande  i popular  favor 
de  que  goza  en  Chile  el  principio  de  la  abolición  de  to- 
dos los  fueros,  estaba  en  la  conveniencia  de  la  Silla  Apos- 
tólica el  concurrir  con  mi  Gobierno  a una  reforma  que 
podria  llegar  el  caso  fuese  votada  por  el  Congreso  sin  el 
asentimiento  de  la  Santa  Sede;  que  mi  Gobierno  abriga- 
ba la  esperanza  de  que  ésta  no  querría,  por  su  insisten- 
cia, causar  detrimento  a la  popularidad  de  nuestro  clero, 
ni  ser  parte  a orijinar  dificultades  políticas  en  un  país 
que  es  un  modelo  de  progreso  en  todo  sentido,  progreso 
alcanzado  a la  sombra  de  una  perfecta  tranquilidad  po- 
lítica. A estas  consideraciones  esplayadas  con  insistencia 
añadí  el  deseo  de  que  el  asunto  tuviera  una  pronta  solu- 
ción, puesto  que  solo  se  aguarda  ésta  para  presentar  el 
proyecto  de  Código  al  Congreso. 

Después  de  esto  trascurrieron  algunos  dias,  durante 
los  cuales  no  me  acerqué  al  Vaticano  porque  esperaba  se 
me  contestara  a una  nota  que  habia  pasado  pidiendo  una 
audiencia  de  Su  Santidad. 

La  audiencia  me  fué  concedida  i tuvo  lugar  el  2 del 
presente.  El  Santo  Padre,  a los  pocos  momentos  me  ha- 
bló él  mismo  de  mi  negociación,  diciéndome  que  habia 
resuelto  no  ofrecer  oposición  a lo  que  pedia  mi  Gobierno; 
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pero  que  contaba  con  la  supresión  de  los  recursos  de 
fuerza.  Le  manifesté  la  complacencia  con  que  el  Gobier- 
no recibiria  esta  noticia  i le  aseguré  que  al  iniciar  esta 
reforma  siempre  habia  sido  sü  propósito  renunciar  a esos 
recursos,  como  en  dos  comunicaciones  lo  liabia  ya  espues- 
to  a nombre  del  Gobierno,  a Su  Santidad. 

Después  de  esta  audiencia  me  diriji  al  despacho  del 
Cardenal  Ministro,  el  que  me  dijo  que  el  Santo  Padre 
habia  resuelto  el  asunto  i volvió  a aludir  a la  degrada- 
ción canónica  para  los  casos  de  pena  capital,  a mas  de  re- 
petir la  de  la  supresión  de  los  recursos  de  fuerza. 

Referí  a Su  Eminencia  la  conversación  que  acababa 
de  tener  con  Su  Santidad  i le  espresé  que  tanto  para  po- 
der comunicar  la  resolución  del  Santo  Padre  a mi  Go- 
bierno, cuanto  para  dejarla  consignada  en  algún  docu- 
mento que  evitase  toda  interpretación  errada  en  lo  futuro, 
deseaba  que  Su  Eminencia  se  sirviera  darme  una  contes- 
tación escrita  sobre  este  negocio. 

Su  Eminencia  me  indicó  que  se  podia  adoptar  el  mis- 
mo arbitrio  que  yo  habia  sujerido  para  el  caso  del  primer 
Memorándum,  i que  al  efecto  podia  ponerme  de  acuerdo 
con  Monseñor  Marini  que  habia  oido  Ja  resolución  de  Su 
Santidad. 

En  la  noche  de  aquel  dia  tuve  una  conferencia  con  el 
Ilustrísimo  Sub -Secretario  de  Estado,  para  formular  el 
arreglo.  Monseñor  Marini  me  indicó  que  el  Santo  Padre 
habia  espresado  el  deseo  de  que  se  evitara  en  lo  posible 
escribir  sobre  este  asunto.  Mas  yo  le  repliqué  que  la  men- 
te de  Su  Santidad  no  podia  ser  otra  sino  el  evitar  que  se 
entrase  por  escrito  en  la  discusión  de  la  materia;  le  hice 
presente  lo  que  en  la  mañana  habia  acordado  con  el  Car- 
denal Ministro  i lo  indispensable  que  era  que  esta  nego- 
ciación se  terminase  con  un  documento  escrito,  como  todas 
las  de  su  clase,  cuando  se  arriba  en  ellas  a un  resultado. 

Convenido  en  esto  el  Ilustrísimo  Arzobispo  habló  de  la 


— 38  — 


resolución  de  Su  Santidad  i mencionó  ademas  lo  relativo 
a la  necesidad  de  someter  los  espedientes  de  las  causas 
criminales  en  caso  de  condenación  a muerte,  al  exámen  de 
la  autoridad  eclesiástica  competente  para  los  fines  de  la 
degradación. 

Observé  a Monseñor  Marini  que  por  mi  parte  no  había 
oido  esta  condición  de  los  labios  del  Santo  Padre  i asegu- 
ré que  mi  Gobierno  la  declararla  inadmisible,  por  cuanto 
esto  era  someter  las  decisiones  de  nuestras  Cortes  civiles  a 
la  fiscalización  i juzgamiento  de  tribunales  que  no  están 
instituidos  por  nuestra  Constitución.  Que  no  me  parecia  tu- 
viera inconveniente  mi  Gobierno  en  aceptar  que  sencilla- 
mente una  copia  de  las  sentencias  de  muerte,  pronuncia- 
das contra  un  miembro  del  clero,  fuera  pasada  sin  otros 
antecedentes,  a la  autoridad  eclesiástica,  para  los  efectos  de 
la  degradación.  Pero  que  aun  en  este  caso  convendría  fijar 
un  término  para  que  esta  fuere  pronunciada,  a fin  de  que 
en  ningún  caso  pueda  su  falta  servir  de  embarazo  a la  ac- 
ción de  la  justicia. 

Monseñor  Marini  argüyó  que  esto  último  seria  ya  entrar 
en  detalles  mas  propios  de  un  concordato,  i que  contentán- 
dose con  solo  la  copia  de  la  sentencia,  como  yo  lo  indicaba, 
parecia  que  no  debía  entrarse  en  pormenores.  No  hallando 
inconveniente  en  esto,  porque  la  condición  de  pasar  copia 
de  la  sentencia  a la  autoridad  eclesiástica  no  impone  traba 
ninguna  a la  acción  de  la  justicia  civil,  no  insistí  en  mi 
última  indicación  i entré  a formular  con  Su  Ilustrísima 
Reverendísima  el  Memorándum  del  acuerdo  de  Su  Santi- 
dad, que  quedó  arreglado  como  aparece  en  las  copias  B i C. 

De  este  Memorándum  se  hicieron  dos  ejemplares,  uno 
en  italiano,  firmado  por  el  Eminentísimo  i Reverendísimo 
Cardenal  Antonelli  i del  cual  es  copia  exacta  el  que  acom- 
paño bajo  la  letra  B;  otro  en  español  conforme  a la  copia 
signada  con  la  letra  C.,  firmado  por  mí,  i que  quedó  en  los 
archivos  del  Gobierno  Pontificio. 
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De  este  modo  me  ha  parecido  que  dejo  cumplidos  los 
deseos  del  Gobierno  consignados  en  la  nota  de  US.,  fecha 
7 de  abril  núm.  119,  con  la  lijera  adición  de  lo  relativo  a 
la  copia  de  las  sentencias.  Esta  adición  sobre  aplicarse  a 
rarísimos  casos  en  la  práctica  no  desvirtúa  a mi  entender, 
en  manera  alguna,  la  completa  abolición  del  fuero  ecle- 
siástico temporal.  Sin  embargo,  si  el  Gobierno  no  lo  esti- 
mase así,  nada  lo  liga  a aceptar  el  Memorándum,  que  es 
un  arreglo  que  ha  menester  de  su  aprobación  i que  puede 
objetar  como  le  parezca. 

Espero  que  Y.  S.  se  servirá  oportunamente  comunicar- 
me la  resolución  del  Gobierno  en  este  negocio  para  poder 
trasmitirla  a la  Santa  Sede  por  mi  parte. 

Dios  guarde  a V.  S. 

A.  Blest  Ga:na. 

París,  julio  11  de  1873. 


Primer  anexo  a la  nota  anterior. 


Núm.  1. 


COPIA. 


Roma,  junio  25  de  1873, 
Eminentísimo  señor: 

A consecuencia  de  las  jestiones  que  tuve  el  honor  de 
entablar  cerca  del  Gobierno  de  V.  E.  R.  para  la  abolición 
en  Chile  del  fuero  eclesiástico  en  lo  que  concierne  a las 
causas  temporales,  trasmití  a mi  Gobierno,  de  acuerdo 
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con  V.  E.  R.  los  términos  en  que  la  Santa  Sede  estaria 
dispuesta  a concurrir  con  su  asentimiento  a esta  medida. 

Habiendo  recibido  últimamente  la  contestación  del  se- 
ñor Ministro  de  Estado  en  el  Departamento  del  Culto  a 
la  nota  en  que  le  di  cuenta  del  resultado  de  la  negocia- 
ción, voi  a someter  a Y.  E.  R.  por  encargo  de  ese  señor 
Ministro,  las  observaciones  que  mi  Gobierno  desea  pre- 
sentar a la  consideración  de  la  Santa  Sede  con  respecto 
a los  términos  referidos. 

Para  la  completa  intelijencia  de  esta  esposicion  acom- 
paño adjunta  una  copia  del  Memorándum  que  contiene 
esos  términos,  tales  como  tuve  la  honra  de  acordarlos  con 
Y.  E.  R. 

Me  ocuparé  desde  luego  de  aquellas  cláusulas  en  que 
mi  Gobierno  está  de  acuerdo  con  el  de  Su  Santidad,  i 
que  por  lo  tanto  no  ofrecen  embarazo  alguno  al  arreglo 
que  se  busca. 

Entre  éstas  figuran  en  primer  lugar  las  condiciones 
contenidas  en  los  dos  párrafos  finales  del  Memorándum. 
El  Gobierno  de  Chile  léjos  de  tener  dificultad  para  infor- 
mar al  Congreso  de  que  la  abolición  del  fuero  se  consul- 
ta en  el  nuevo  Código,  de  acuerdo  con  la  Silla  Apostó- 
lica, se  ha  propuesto  desde  un  principio  hacer  esta  decla- 
ración, de  manera  que  con  ella  los  deseos  de  Su  Santidad 
quedarán  perfectamente  cumplidos  a este  respecto. 

Por  otra  parte  las  cláusulas  primera  i segunda  por  las 
cuales  la  Santa  Sede  consiente  en  la  abolición  del  fuero 
en  las  causas  civiles  i en  las  criminales,  no  se  opone  a esa 
abolición,  salvo  las  limitaciones,  mas  adelante  espresa- 
das,  no  dan  márjen  a observación  alguna  de  parte  de  mi 
Gobierno. 

Del  mismo  modo  no  parece  presentar  obstáculo  al  acuer- 
do el  contenido  de  la  cláusula  cuarta,  por  la  que  se  espresa 
que  en  caso  de  condenación,  no  se  puede  ejecutar  la  sen- 
tencia sin  la  aprobación  del  Presidente  de  la  República. 
Ajuicio  de  mi  Gobierno,  el  de  Su  Santidad  convendrá 
en  lo  innecesario  de  espresar  esta  condición,' desde  que 
sepa  que  según  la  Constitución  del  Estado  todo  ciudada- 
no tiene  en  Chile  el  derecho  de  solicitar  del  Presidente 
de  la  República,  ántes  que  se  ejecute  la  sentencia,  el  in- 
dulto o conmutación  de  la  pena  a que  haya  sido  conde- 
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nado.  Siendo  este,  pues,  un  derecho  que  la  carta  funda- 
mental asegura  a todos  los  habitantes  de  la  nación,  es 
inútil  introducirlo  como  una  escepcion  consultada  a favor 
de  los  sacerdotes.  Lejos  de  avanzarse  con  ello,  se  incurri- 
ría mas  bien  en  el  inconveniente  de  que  apareciera  como 
una  concesión  lo  que  es  ya  para  ellos  un  derecho  perfec- 
to cuyo  goce  depende  esclusivamente  de  su  voluntad. 

La  cláusula  tercera  ofrece,  ajuicio  de  mi  Gobierno,  in- 
convenientes mas  graves.  Ella  importa  la  continuación 
de  los  tribunales  mistos  en  los  casos  que  la  opinión  pú- 
blica i el  espíritu  de  nuestra  lejislacion  precisamente  piden 
la  reforma,  sin  que  la  presencia  de  los  jueces  especiales 
aumente  de  ninguna  manera  las  garantías  de  imparcia- 
lidad i justicia  que  se  persigue  con  semejante  introduc- 
ción. 

La  cláusula  dice: 

«En  aquellas  causas  que  puedan  acarrear  pena  capital, 
» o penas  infamantes,  formen  parte  del  tribunal  de  ape- 
» lacion  dos  eclesiásticos  nombrados  con  arreglo  a las 
» leyes,  i de  acuerdo  si  es  posible  con  el  Arzobispo  de 
» Santiago.» 

En  primer  lugar,  por  lo  que  hace  a la  forma  del  nom- 
bramiento de  los  dos  jueces  eclesiásticos,  preséntase  desde 
luego  un  obstáculo  tanto  mas  serio  cuanto  que  proviene 
de  nuestra  Constitución.  Esta  determina  en  sus  artículos 
82  i 104  la  forma  en  que  deben  nombrarse  los  miembros 
de  las  cortes,  i no  seria  posible  que  una  lei  ordinaria  al- 
terase esa  forma  para  dar  al  limo.  Arzobispo  la  partici- 
pación que  se  propone  en  el  nombramiento  de  los  sacer- 
dotes que  deberian  formar  parte  del  tribunal. 

Si  ellos,  pues,  no  han  de  poder  ser  nombrados  por  el 
diocesano;  si,  por  otra  parte  en  un  tribunal  que  consta 
de  cinco  jueces  legos,  habrían  de  estar  los  dos  eclesiásti- 
cos en  una  reducida  minoría,  no  se  divisa  qué  garantía 
séria  i eficaz  consultaría  la  Santa  Sede  con  esta  medida. 
Mi  Gobierno  cree  por  el  contrario  que  ella  seria  una  es- 
cepcion que  exitaria  con  justicia  los  reclamos  de  la  opi- 
nión que  pide  el  réjimen  de  la  igualdad;  que  seria  un 
privilejio  de  mero  aparato  incapaz  de  llenarlas  miras  de 
Su  Santidad  i propio  para  dar  márjen  i pretesto  a los 
partidarios  de  la  lei  común  para  censurar  la  condición 

o 


— 42  — 

privilejiada  de  los  eclesiásticos.  Si  la  garantía  que  se  bus- 
ca no  ha  de  existir  en  realidad,  vale  mucho  mas  para  el 
prestijio  del  sacerdocio  que  tampoco  exista  en  la  aparien- 
cia. Así  nadie  podrá  invocar  en  su  contra  un  privilejio 
que  en  nada  le  favorece. 

Al  lado  de  esta  consideración  moral  i práctica  a un 
tiempo,  cuya  fuerza  no  podrá  escaparse  a la  penetración 
de  V.  E.  R.,  existe  otra,  de  un  orden  político  indispen- 
sable, de  tomarse  en  cuenta.  Mi  Gobierno  abriga  la  per- 
suasión de  que  el  Congreso  no  aceptarla  el  establecimien- 
to o introducción  en  las  Cortes  de  estos  jueces  especiales. 
Como  herencia  tradicional  de  las  lejislaciones  de  la  Edad 
Media  existian  los  jueces  especiales  hasta  hace  pocos 
años  en  nuestros  tribunales  de  alzada.  Así  en  los  juicios 
militares,  comerciales  i de  minería, — era  condición  de  su 
validez,  la  comparecencia  de  uno  o dos  ministros  espe- 
ciales del  ramo.  Ahora  bien,  la  opinión  pública,  persuadi- 
da de  la  inutilidad  de  ese  privilejio  para  la  imparciali- 
dad i acierto  de  los  fallos,  i anhelando  estender  el  im- 
perio de  la  lei  común  para  simplificar  la  lejislacion,  lo- 
gró al  fin  que  se  aboliesen  estos  fueros  o procedimientos 
especiales. 

De  entonces  acá,  los  trabajos  de  los  lejisladores  del  país 
se  han  encaminado  constantemente  hácia  el  mismo  fin, 
i todo  indica  que  seria  mui  improbable  i difícil  que  esos 
lejisladores  consintiesen  ahora  en  retroceder  a un  siste- 
ma abandonado,  justamente  en  los  momentos  mismos  en 
que  la  aspiración  mas  j eneral  reclama  el  ensanche  de  la 
lei  común  i la  desaparición  mas  completa  posible  de  los 
fueros. 

En  presencia  de  esta  situación  mi  Gobierno  piensa 
que  el  bien  j eneral  consiste  en  conciliar  los  intereses  del 
sacerdocio  con  las  justas  exijencias  de  la  opinión.  Inspi- 
rándose en  el  sincero  deseo  de  poner  al  clero  en  cuanto 
es  posible  al  abrigo  de  odiosidades  mezquinas,  de  acusa- 
ciones inmotivadas  i frecuentes,  sin  reaccionar  por  esto 
contra  el  espíritu  de  igualdad  que  viene  desde  años  atras 
desarrollándose  en  nuestra  lejislacion,  el  Gobierno  cree 
que  ese  término  para  todos  ventajoso  se  encuentra  esclu- 
yendo  del  conocimiento  de  las  causas  criminales  de  los 
eclesiásticos,  que  es  lo  que  hace  el  nuevo  proyecto  de  Có- 
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digo,  a todos  los  jueces  inferiores  i colocando  a los  miem- 
bros superiores  del  sacerdocio  en  el  rango  de  los  mas 
altos  funcionarios  de  la  República.  De  esta  manera  se 
consigue,  en  obsequio  de  los  intereses  morales  del  pueblo, 
consultar  para  los  funcionarios  eclesiásticos  la  digna  i res- 
petable posición  que  les  corresponde  sin  acordarles  por 
otra  parte  privilejios  especiales  a su  clase.  Esta  prueba  de 
consideración  i de  respeto  la  estima  mi  Gobierno  como 
una  garantía  mas  valiosa  i eficaz  que  la  ilusoria  de  intro- 
ducir los  jueces  especiales  de  que  me  ocupo. 

No  ménos  importancia  que  a la  esclusion  de  esta  cláu- 
sula, atribuye  mi  Gobierno  a la  de  la  quinta , que  dice  así: 
« Se  escluyen  de  la  concesión  las  causas  mayores  que  es- 
))  tán  reservadas  a la  Santa  Sede  según  las  prescripciones 
)>  del  Concilio  de  Trento.» 

La  primera  observación  que  se  me  encarga  presentar  a 
Y.  E.  R.  con  respecto  a la  escepcion  contenida  en  esta 
cláusula,  es  la  de  ser  mui  determinada. 

En  sentir  de  mi  Gobierno  ella  equivaldría  a referir  al 
conocimiento  de  Su  Santidad  casi  todas  las  causas  crimi- 
nales de  los  obispos.  En  efecto,  el  Concilio  de  Trento  com- 
prende en  j eneral  bajóla  denominación  de  causas  mayo- 
res todas  aquellas  por  las  cuales  merezca  el  obispo  la 
deposición  o privación  de  su  cargo.  Ahora  bien,  las  cau- 
sas por  las  cuales  puede  incurrirse  en  tales  penas  son  nu- 
merosísimas i se  hallan  tan  diseminadas  i esparcidas  en 
el  cuerpo  del  derecho  canónico  que  no  seria  fácil  hacer 
de  ellas  una  enumeración  completa.  Tal  enumeración  se- 
ria, por  otra  parte,  infructuosa,  desde  que  las  mismas 
leyes  canónicas  dejan  en  muchos  casos  al  arbitrio  del 
juez  la  imposición  de  la  pena.  I en  esto  ve  mi  Gobierno 
una  consideración  decisiva  refiriéndose  a Su  Santidad, 
juez  de  los  obispos,  el  cual  puede  imponer  la  pena  de 
privación  a su  albedrío,  lo  que  podría  equivaler,  en  últi- 
mo resultado,  a la  esclusion  en  absoluto,  de  todas  las  cau- 
sas criminales  de  los  obispos. 

Las  precedentes  observaciones  podrían  considerarse 
de  poco  alcance  desde  que  ellas  se  refieren  a la  forma  de 
la  escepcion  contenida  en  la  cláusula  quinta.  Mi  Gobier- 
no juzga  empero  que  dicha  escepcion  se  presta  a objecio- 
nes de  fondo,  cuya  suma  gravedad  cree  que  no  podrá 
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ocultarse  al  justiciero  i equitativo  espíritu  de  la  Santa 
Sede. 

Ante  todo,  atendida  la  situación  jeográfica  de  Chile, país 
colocado  a mas  de  16,000  kilómetros  de  Roma,  podria  de- 
cirse que  en  casi  la  totalidad  de  los  casos  seria  imposible  e 
ilusoria  la  responsabilidad  criminal  de  nuestros  obispos. 
Comprende  mi  Gobierno  que  para  las  naciones  de  Euro- 
pa pueda  ofrecer  mas  o ménos  inconvenientes,  pero  que  al 
ménos  sea  admisible  radicar  los  juicios  en  Roma;  mas 
tratándose  de  un  país  como  la  República,  situada  al 
occidente  de  la  parte  mas  austral  de  la  América,  i que 
a pesar  de  todos  los  progresos  de  la  navegación  se  ne- 
cesita de  meses  para  estar  en  relación  con  Roma,  tal 
orden  de  procedimientos  equivaldría  a imposibilitar  la 
prosecución  de  los  juicios  criminales.  En  semejantes  con- 
diciones es  imposible  que  álguien  se  atreviese  a iniciar 
proceso  alguno.  Para  que  la  lei  tuviese  aplicación  seria 
preciso  la  casual  coincidencia  de  circunstancias  mui  ra- 
ras i de  medios  mui  poderosos  i escepcionales,  que  no 
pueden  servir  de  norma  para  la  formación  de  las  leyes. 
Por  escasos  que  se  supongan  estos  juicios,  como  lo  serian 
en  realidad,  nunca  convendría  adoptar  procedimientos 
que  podrían  producir  el  resultado  de  hacer  vana  toda 
responsabilidad. 

Sabe  perfectamente  mi  Gobierno  que  la  Santa  Sede,  al 
indicar  esos  procedimientos,  solo  busca  garantías  de  ilus- 
tración i rectitud  que  pongan  a los  obispos  al  abrigo  de 
vejámenes  injustos.  El  es  el  primero  en  reconocer  que  no 
seria  aceptable,  por  cierto,  que  estos  pudiesen  ser  mali- 
ciosamente arrastrados  dia  a dia  ante  jueces  que  pudie- 
ran ser  de  probidad  dudosa  o de  escasa  ilustración.  Pero 
cree  también  que  el  remedio  contra  ese  peligro  debe  bus- 
carse dentro  de  la  misma  jerarquía  judicial  de  la  Repú- 
blica. Para  alcanzar  este  fin,  en  vez  de  someter  las  cau- 
sas civiles  i criminales  de  todos  los  funcionarios  eclesiás- 
ticos, inclusive  los  obispos  i sus  vicarios  j enerales  a los 
jueces  letrados  con  recursos  a las  Cortes  de  Apelacio- 
nes, según  tuve  el  honor  de  indicarlo  a Y.  E.  R.  en  mi 
última  comunicación  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado, el  proyecto  de  Código  establece  ese  procedimiento 
tan  solo  para  los  párrocos. 
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Las  causas  de  los  obispos,  de  sus  vicarios  j enerales  i 
vicarios  capitulares,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  o natu- 
raleza del  negocio,  corresponderían,  según  dicho  Código, 
en  primera  instancia  a la  Corte  de  Apelaciones  respecti- 
va, i en  apelación  ante  la  Corte  Suprema,  que  es  el  mas 
alto  tribunal  de  la  nación.  De  esta  suerte  los  indicados 
miembros  del  sacerdocio  quedarán  equiparados  en  la  es- 
fera j udicial  al  Presidente  de  la  República,  i mi  Gobierno 
espera  que  la  Santa  Sede  no  podrá  ménos  de  convenir 
en  que,  colocados  los  primeros  funcionarios  de  la  Iglesia 
en  el  mismo  rango  que  el  primer  majistrado  de  la  nación, 
se  han  consultado  para  aquéllos  las  mas  eficaces  garan- 
tías que  sea  posible  obtener  en  nuestra  administración  de 
justicia. 

A lo  espuesto  desea  ademas  mi  Gobierno  que  someta  a 
V.  E.  R.  otra  consideración,  que  es  a su  juicio  de  muchí- 
simo peso  contra  la  escepcion  establecida  por  la  cláusula 
quinta  que  vengo  discutiendo. 

Esa  cláusula  dejaría  a ciertos  ciudadanos  fuera  del  al- 
cance de  los  tribunales  de  la  nación  bajo  cuya  jurisdic- 
ción están  todos  los  habitantes  de  la  República  según  los 
preceptos  de  nuestra  carta  fundamental.  Tan  estraordina- 
rio  privilejio,  sobre  estar  en  oposición  con  los  principios 
constitucionales  que  nos  rijen,  no  consultaría  las  condicio- 
nes primordiales  de  una  buena  administración  de  justicia 
breve  i espedita.  Las  dificultades  insuperables  que  ese  trá- 
mite impondría  al  amparo  de  los  derechos  de  los  quere- 
llantes equivaldría  casi  en  la  totalidad  de  los  casos  a de- 
jarlos indefensos. 

Fundándose  en  las  consideraciones  precedentes  a las 
que  da  su  verdadero  valor  el  espíritu  de  moderación  i 
sensatez  con  que  la  República  ha  procedido  siempre  en 
en  todas  sus  reformas  lejislativas,  i atendiendo  a las  ám- 
plias  i sólidas  garantías  que  nunca  han  dejado  de  tener 
en  el  país  los  altos  intereses  del  sacerdocio,  mi  Gobierno 
abriga  la  esperanza  de  que  Su  Santidad  tendrá  a bien  no 
insistir  en  las  cláusulas  del  Memorándum  que  han  sido 
objeto  de  las  observaciones  que  dejo  espuestas.  Al  mani- 
festar esta  confianza,  se  permite  recordar  nuevamente 
que  en  esta  reforma  solo  se  trata  de  las  causas  civiles  o 
criminales  por  delitos  comunes  i de  ninguna  manera  de 
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las  causas  meramente  eclesiásticas.  Como  una  prueb- 
tambien  de  la  tendencia  conciliadora  de  la  reforma  aludia 
da  cree  asi  mismo  mi  Gobierno  deber  hacer  presente 
que  con  ella  quedan  abolidos  los  recursos  de  fuerza  i que 
los  tribunales  eclesiásticos  continuarán  conociendo  según 
el  mismo  proyecto  de  Código,  de  las  causas  que  versen 
sobre  validez  o nulidad  de  matrimonio,  sobre  divorcio 
temporal  o perpétuo,  i sobre  mejor  derecho  a capellanías 
eclesiásticas. 

Aprovecho  esta  ocasión  para  reiterar  las  seguridades 
de  la  mas  respetuosa  consideración  con  que  soi, 

De  Y.  E.  it. 

Mui  humilde 
Obediente  Servidor 

(Firmado). — A.  Blest  Gana. 

A Su  Eminencia  Rma. 
el  señor  Cardenal  Antonelli. 


Segundo  anexo  a la  nota  anterior. 
COPIA. 

MEMORANDUM. 


Boma , 3 luglio  1873. 

Atteso  l’esposto  da  Sua  Eccellenza  il  Signore  Ministro 
del  Chili  presso  la  S.  Sede  in  nome  del  suo  Governo: 

La  S.  Sede  non  si  oppone  a che  resti  abolito  nella  Re- 
pubblica  del  Chili  il  Foro  privilegiato  de’Chierici,  ossia 
Foro  Ecclesiastico,  nelle  cause  meramente  temporali,  tan- 
to civili,  quanto  criminali,  a condizione  che  si  sopprima 
il  ricorso  di  forza , e che  nelle  sentenze  capitali  contro  i 
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chierici  si  trasmetta  una  copia  autentica  delle  suddetti 
sentenze  alia  rispettiva  curia  ecclesiastica  per  gli  effetti 
della  degradazione  canónica. 


(Firmado). — G.  Cakd.  Antonelli. 

Es  copia  conforme  del  orijinal  que  queda  archivado  en 
esta  Legación. 

París,  julio  11  de  1873. 


A.  Blest  Gana. 


Tercer  anexo  a la  nota  anterior. 

COPIA. 

MEMOKANDUM. 

En  atención  a lo  espuesto  por  el  Ministro  de  Chile  a 
nombre  de  su  Gobierno, 

La  Santa  Sede  no  se  opone  a que  quede  abolido  en  la 
República  de  Chile  el  fuero  privilegiad©  de  los  clérigos,  o 
sea  fuero  eclesiástico,  en  las  causas  meramente  tempora- 
les, tanto  civiles  como  criminales,  con  tal  que  se  suprima 
el  recurso  de  fuerza,  i que  en  las  sentencias  capitales  con- 
tra clérigos  se  pase  una  copia  autorizada  de  dichas  sen- 
tencias a la  respectiva  curia  eclesiástica  para  los  efectos 
de  la  degradación  canónica. 

Roma,  julio  3 de  1873. 

(Firmado). — A.  Blest  Gana. 

Es  copia  conforme  del  orijinal  que  quedó  en  poder  del 
Gobierno  Pontificio. 

París,  julio  11  de  1873. 


A.  Blest  Gana. 


